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La Justicia Indígena, es una construcción de los pueblos, pero en el caso de América una 
vez llegados los españoles ha sobrevivido en la exclusión y clandestinidad en medio de un proceso 
de resistencia que le han permitido a lo largo de los tiempos obtener niveles de reconocimiento de 
su existencia.  
  
Durante varias décadas, las nacionalidades y pueblos indígenas fueron sometidos a una 
estructura estatal uniforme que desconocían sus necesidades y visiones como seres humanos y los 
trataban únicamente como objetos, y eran utilizados como animales de carga o mano de obra 
calificada. A pesar de éstas limitaciones y exportaciones, las nacionalidades y pueblos indígenas 
mantenían sus prácticas ancestrales como el uso de medicinas tradicionales, el idioma, sus 
creencias, su forma de organización social, política, la administración de justicia indígena entre 
otros.  
  
Esta práctica durante generaciones ha permitido a las nacionalidades y pueblos indígenas 
adquirir fuerza para enfrentar al Estado y lograr la reivindicación de sus derechos colectivos al 
amparo de los instrumentos nacionales e internacionales; y de ésta manera lograr un mejor ejercicio 
de la función jurisdiccional de la justicia indígena.    
  
“El derecho de los indígenas a gozar de sus propias leyes.- el concepto de las poblaciones 
distintas deben ser gobernadas por sus propias leyes, es antiguo y fundamentado en el pensamiento 
occidental. Este concepto tiene origen en el derecho romano, ya que manifestaba que la práctica 
romana dejaba que las poblaciones conquistadas observaran sus propias leyes”. (Lylen Mc.Alister, 
1984). Este principio general que marcó la política romana temprana en Italia de permitir que una 
comunidad súbdita retuviera sus propias leyes y que administrara la justicia entre sus ciudadanos, 
siempre y cuando ésta fuese consistente con un estado de subordinación al dominio de Roma. Por 
lo tanto, los ciudadanos de tal estado tendrían derechos los unos respecto de los otros.  
  
La Justicia Indígena en el Ecuador tiene su origen legal en la Constitución Política del 
Estado de 1998. A partir de este año, la Constitución Política del Estado da un giro de trascendental 
importancia en cuanto a reconocimiento de derechos a favor de los diversos pueblos indígenas. Es 
así como reconoce a un sujeto distinto, que es el colectivo, como entidad u organismo de vida 
propia y que han reivindicado derechos a lo largo de las últimas décadas, en aras de lograr un trato 





A pesar de que la Constitución de la República garantiza la aplicación de la justicia 
indígena en nuestro país, en la práctica han habido muchos desfases al momento de aplicar dicha 
justicia, generándose así una serie de conflictos a nivel de jurisdicciones y competencias tanto de la 
justicia indígena como de la justicia ordinaria, con lo cual la justicia más débil es la más 
perjudicada; en éste caso hablamos de la justicia indígena por estar basada su aplicación con bases 
a sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, pues la aceptación de su vigencia aun provoca 
resistencias en un sector de la sociedad nacional, que por desconocimiento no admiten la existencia 
de avances sobre la pluralidad jurídica.  
  
Es necesario hacer hincapié en que el Estado ecuatoriano garantiza a las autoridades 
indígenas la facultad jurisdiccional de administrar justicia dentro de sus territorios únicamente, sin 
embargo ésta es una de las principales causas de la confrontación entre la justicia indígena y la 
ordinaria generándose una serie de conflictos producidos tanto por la incompetencia como por el 
ámbito jurisdiccional de las autoridades encargadas de administrar justicia, ya que existen límites 
para las autoridades indígenas que son aquellas que se basan en razón del territorio, persona y 
materia; a pesar de existir estas limitaciones en la práctica no se establece claramente quienes son 
indígenas, que territorios son catalogadas como territorios indígenas y sobre qué materia tienen 
competencia.  
   
El Estado tiene la potestad de administrar justicia, esta potestad es emanada por el pueblo 
soberano, por lo que todo ciudadano que comete algún delito en el territorio ecuatoriano sin 
distinción de raza, clase social, género y nacionalidad tiene el derecho de acceder a la justicia 
ordinaria, sin embargo existe la excepción que la persona indígena que cometa un delito en 
territorio de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, tienen derecho a ser juzgados 
dentro de la jurisdicción comunitaria; en este caso serán las autoridades indígenas de los pueblos y 
nacionalidades, quienes apliquen la justicia.  
  
El delito debe ser observado y analizado desde la cosmovisión indígena, mas no juzgar un 
hecho desde la óptica del derecho positivo, de tal manera que quienes se someten a la justicia 
indígena debe ser limitado solo a los miembros de la comunidad. Por ello el verdadero sentido de la 
justicia indígena se da con los miembros de las comunidades, pueblos y nacionalidades, y con las 
personas quienes compartan, valoren y respeten la cultura en la cual conviven, solo ellos 
entenderán el verdadero sentido de la justicia indígena.  
  
Si bien es cierto la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 




Constitución reconocen una serie de derechos colectivos para las comunas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas entre los cuales se encuentra también el derecho a aplicar sus prácticas 
tradicionales para la solución de los conflictos dentro de sus comunidades.   
  
Esta investigación entonces aborda el tema de la competencia que tienen las autoridades 
indígenas para aplicar justicia bajo la potestad jurisdiccional que es otorgada por la Constitución. 
Los límites de las autoridades indígenas se basan en razón del territorio, persona y materia, a pesar 
de existir estas limitaciones en la práctica no se establece claramente quienes son indígenas, que 
territorios son catalogadas como territorios indígenas y sobre qué materia tienen competencia. 
Razón por la cual el tema se analizó, tomando en cuenta la inexistencia de un Reglamento que 
regule la coordinación entre la justicia indígena y la justicia ordinaria, lo cual provoca un 
enfrentamiento entre las mismas y evita la aplicación autónoma de la justicia indígena.  
 
Además se determinó las diferentes formas de aplicar la justicia indígena para dirimir y 
resolver los distintos conflictos que se presentan al interior de los territorios indígenas; así como la 
factibilidad de aplicación de las normas, procedimientos y sanciones del sistema jurídico indígena 
que se sustentan y se fundamentan en la preexistencia de un derecho o costumbre jurídica entre los 
indígenas, lo cual es muy innovador en la legislación ecuatoriana, de manera que, en el país se 
estatuye una jurisdicción especial indígena que está orientada a romper aspectos básicos en la 
relación derecho, estado e indígenas; es decir, romper el único sistema jurídico tradicional para 
aceptar y reconocer el pluralismo jurídico, y de la misma manera- romper el imperialismo jurídico, 
de extender categorías, principios, reglas jurídicas obligatorias que han impuesto a lo largo de la 
historia a los pueblos indígenas.   
 
El Derecho indígena mantiene elementos propios como su origen mismo ya que ha 
persistido por generaciones en su aplicación; igual forma es colectiva, esto significa que en la 
aplicación y ejercicio de la justicia indígena se cuenta con la participación de las familias y en sí de 
todos sus miembros de las comunidades, nacionalidades y pueblos indígenas; además es un sistema 
en constante proceso de avance y desarrollo, pues su ejercicio y aplicación se coteja con la realidad 
de sus miembros; a más de ser ágil, oportuno y dinámico es justo y de ésta manera pasa a ser un 
sistema beneficioso para la comunidad ya que busca la armonía y evita el resentimiento que los 







DEFINICIÓN DE TÉRMINOS BÁSICOS 
 
Los términos básicos, definiciones y conceptos jurídicos y pedagógicos que se utilizarán en 
el presente trabajo de investigación son los siguientes: 
 
Ancestral.- La Academia vencida por el uso acepta este galicismo, con el sentido de lo 
perteneciente o relativo a los antepasados”1.  
 
Aplicación de la ley.- “es la omisión propia de los jueces; a ellos les toca velar por su 
cumplimiento y cuidar que las relaciones humanas se desenvuelvan en concordancia con las 
normas del derecho positivo”2. 
 
Autonomía.- “la autonomía es concebida como una aprobación de los grupos étnicos, para 
ocuparse de sus asuntos propios o para que retomen y reafirmen su cultura y su desarrollo. Con 
mayor precisión, se trata de un régimen político-jurídico acordado y no meramente concedido por 
el Estado,  que implica la creación de una verdadera colectividad política de naturaleza histórica, en 
el seno de la sociedad nacional, que interrelaciona la máxima congruencia entre la pluralidad y la 
unidad de la integración política”3. 
 
Autoridades de los pueblos indígenas.- “la autoridad de un pueblo indígena, revertida de la 
potestad jurisdiccional, de juzgar y hacer ejecutar los juzgado, es la asamblea de la comunidad. 
Sólo para los asuntos leves o de poca trascendencia, la comunidad inviste de esa potestad a 
determinados miembros de ella, que elige y remueve libremente, generalmente por consenso, 
seleccionándoles por la confianza que inspiran su probidad, entereza y sabiduría”4. 
 
Comunidad de territorio, de vida económica y psicológica.- “un pueblo indígena ha podido 
formarse históricamente porque vive en un territorio determinado. Sin un territorio común o 
disgregado es imposible que una agrupación humana pueda mantener relaciones estables, regulares, 
                                                             
1
 Cabanellas, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo I. Editorial Heliasta SRL. 
Décimo Sexta Edición.  p. 285. 
2
 Omeba. Enciclopedia jurídica. Tomo I. p. 732. 
3
 García, Fernando. Compilador. (2000). Las sociedades interculturales: un desafío para el siglo XXI. Quito: 
IBIS DINAMARCA. p. 50.  
4
 Salgado, Judith. Compiladora. (2002). Justicia indígena. Aportes para un debate. Quito: Ediciones ABYA 




de generación en generación. El pueblo indígena ha formado una verdadera asociación con la tierra. 
Comprendiéndose en ella el agua, los bosques y la multiplicidad de especies animales. Para la 
existencia de un pueblo indígena ha de concurrir necesariamente un vínculo económico, un 
trabazón a través de los modos de producción y su reparto, que los unen en un todo; -mientras que 
una comunidad psicológica- se refleja en la comunidad de cultura y de convivencia social”5. 
 
Costumbre.- “normas jurídicas no escritas, impuestas por el uso. Se manifiesta, con independencia 
de todo formalismo jurídico, como expresión normativa popular”6. 
 
Conflictos.- “lo más recio o incierto de un combate, pelea o contienda. Oposición de intereses en 
que las partes no seden. El choque o colisión de derechos o pretensiones”7.   
 
Cultura.- “es una construcción específicamente humana que se expresa a través de todos esos 
universos simbólicos y de sentido socialmente compartidos, que le ha permitido a una sociedad 
llegar a ‘ser’ todo lo que se ha construido como pueblo sobre el que se construye un referente 
discursivo de pertenencia y de diferencia: la identidad”8. 
 
Derechos colectivos de los pueblos indígenas.- “son parte esencial de su ‘constitución’ como 
entidad colectiva, como comunidad, y los límites que se le imponen desde decisiones externas, 
hacen necesario un mejor sistema de reconocimiento de las protecciones externas (nuevos derechos  
colectivos)”9. 
 
                                                             
5
 Salgado, Judith. Compiladora. (2002). Justicia indígena. Aportes para un debate. Quito: Ediciones ABYA 
YALA. p. 80 y 81. 
6
 Salgado, Judith. Compiladora. (2002). Justicia indígena. Aportes para un debate. Quito: Ediciones ABYA 
YALA. p. 80 y 81. 
7
 Cabanellas, Guillermo. Diccionario  Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo I. Editorial Heliasta S.R.L. p. 
468. 
8
 Guerrero, Patricio. (2002). La cultura: estrategias conceptuales para entender la identidad, la diversidad, la 
alteridad y la diferencia. Quito: ABYA-YALA. p. 18. 
9
 Gamboa, César. (2005). Los derechos colectivos de los pueblos indígenas de la Comunidad Andina (CAN), 
en  Aportes andinos sobre derechos humanos. Investigaciones monográficas. Quito: Ediciones ABYA-




Derecho Consuetudinario.- “normas y prácticas basadas en usos y costumbres propios de cada 
pueblo y cultura; al conjunto de normas legales de tipo tradicional, no escritas ni codificadas, y que 
pueden entenderse como anteriores, en términos históricos, al derecho codificada”10. 
 
Derecho Humano.- “La admisión de un derecho divino impone, por antítesis, la estructura de este 
otro, definido entonces como todo aquel que es obra de los hombres y regulador de sus relaciones 
al margen de la divinidad, sin exigir por ello un laicismo absoluto ni memos un ateísmo integral”11. 
 
Derecho Indígena.- “no es sólo derecho consuetudinario o un conjunto de usos y costumbres no 
escritos transmitidos oralmente desde tiempos ancestrales (…) etc. instrumento jurídico es utilizado 
para el manejo propio y aplicación de la justicia por parte de las autoridades comunales”12. 
 
Derecho Justo.- “Es el que conforma  las proposiciones jurídicas con el pensamiento universal; la 
conciencia humana, con el ideal social. También se considera como derecho justo aquel que 
satisface el sentido de armonía entre los hombres, el sentido jurídico”13. 
 
Derecho Positivo.- “es aquel que se manifiesta a través de las leyes escritas y otros cuerpos 
normativos redactados en términos jurídicos propiamente legales (…) el derecho positivo no sólo 
tiene una validación formal con el Estado sino que también es un derecho que ha surgido, en teoría, 
en base de una legitimidad emanada de su funcionalidad, lo que le permite hacer confluir en sí de 
manera armonizada” a la fuerza y el poder”14. 
 
Estado.- “Considerado cada una de las clases o jerarquías diferenciadas en una sociedad; cuerpo 
político de una nación, la nación misma cuando es independiente. Territorio, dominio o país que 
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pertenece a un soberano; sociedad jurídicamente organizada capaz de imponer  la autoridad e la 
Ley en el interior y de afirmar su personalidad y responsabilidad frente a similares exteriores”15. 
 
Identidad.- “Igualdad absoluta, lo cual integra un imposible lógico cuando existe dualidad de seres 
u objetos, por la distinta situación, entre otras circunstancias de inevitable diversidad”16.  
 
Jurisdicción.- “Conjunto de atribuciones que corresponden en una materia y en cierta escuela 
territorial. Poder para gobernar y aplicar las leyes. Territorio en que un juez o tribunal ejerce su 
autoridad”17.    
 
Justicia ordinaria.- “supremo ideal que consiste en la voluntad firme y constante de dar a cada 
uno lo suyo, conjunto de todas las virtudes. La que conoce en el fuero común u ordinario; a 
diferencia de las especiales o privilegiadas, la extensiva a la generalidad de las personas, cosas y 
causas. La correspondiente en toda su amplitud a los jueces y tribunales legales, para administrar 
justicia en las causas que le competen. Hábito de atemperar la conducta a la ley”18. 
 
Nacionalidad.- “Vínculo jurídico y político existente entre un estado y los miembros del mismo; 
índole peculiar de un pueblo independiente. Carácter de los individuos que componen una 
nación”19. 
 
Norma.- “Norma de conducta imperativa o usual. Disposición legal. Precdepto positivo de orden 
jurídico menor”20. 
 
Pluralismo jurídico.- “Afirmación de la existencia de múltiples órganos de derechos antagónicos 
y equivalentes dentro del sistema jurídico general. Para Gurvish, dentro del pluralismo jurídico, los 
grupos y asociaciones tienen capacidad para producir por sí mismos relaciones jurídicas 
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autónomas. La relación entre los distintos órdenes jurídicos dependen de coyunturas sociales y 
jurídicas, todas ellas variables”21. 
 
Pueblos Indígenas.- “es una agrupación de hombre estable, articulada. No es un conglomerado 
accidental cuyos miembros se separan o se unen según las circunstancias, sino que se mantienen 
unidos en forma indefinida (…) un pueblo indígena es el resultado de relaciones duraderas y 
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CAPÍTULO  I 
  
IDENTIDAD Y CULTURA DE LOS PUEBLOS Y NACIONALIDADES 
INDÍGENAS EN EL ECUADOR   
  
1.1.     Antecedentes históricos de los pueblos y nacionalidades indígenas   
  
La realidad histórica demuestra en forma irrefutable que el continente americano estaba 
habitado por los diferentes pueblos desde el polo ártico al norte hasta las tierras de fuego en el sur y 
las selvas amazónicas. Estos pueblos poseían culturas y civilizaciones, unas más estructuradas que 
otras pero diferentes como la Azteca, Maya, Incas para mencionar los más nombrados y conocidos 
en el mundo, la mayoría de estos pueblos tenían y tienen idiomas propios; la producción económica 
era de subsistencia interna y comercio con el sistema de trueque entre los distintos pueblos 
especialmente con los productos  de la agricultura, pecuaria, la cacería, pesca y recolección,  cada 
pueblo era diferente en su organización socio-política, al interior de los pueblos o entre pueblos 
existía conflictos y guerras como lo han experimentado todos los pueblos del mundo.   
 
América surge en 1492 con el supuesto “descubrimiento” u otro más sutil denominado 
“Encuentro de dos mundos” del continente americano”. El continente americano y de una manera 
en particular América Latina inicia su historia, civilización y cristianización con la llegada y acción 
de los europeos, mediante varias estrategias vencieron a las sociedades más estructuradas como los 
aztecas e incas e impusieron su sistema político, económico, social, cultural y religioso; saquearon 
las riquezas de oro y plata existentes.  No contentos con esto, exigieron el trabajo en los obrajes, 
mitas y encomiendas de los “indios” e implantaron la esclavitud con la población afroamericana. 
Los territorios de los primeros pueblos, fueron repartidos entre los nuevos conquistadores en 
Virreinatos, Reales Audiencias y por la ambición de poder y riqueza de los criollos nacionales, se 
iniciaron las guerras de la “independencia” contra la Corona inglesa o española y como 
consecuencia de los tratados surgieron los nuevos Estados Nacionales. Con los nuevos Estados 
Nacionales y sus Constituciones impuestas, crean una nueva identidad nacional: ecuatorianos, 
colombianos, peruanos, brasileños, chilenos, argentinos, bolivianos, etc. negando la identidad de 
los distintos pueblos originarios como dicen los hermanos quechuas y aymaras de Bolivia. Con su 
error histórico pensando haber llegado a las Indias Orientales bautizan a sus habitantes con el 





En los nuevos Estados nacionales se imponen los idiomas inglés, español, portugués, 
francés entre otros que se convierten en idiomas oficiales y quien habla y escribe en estos idiomas 
es civilizado y culto; implantan la religión católica como la única y verdadera, el resto es idolatría o 
hechicería que debe ser suprimida a toda costa; bautizan las nuevas villas, ciudades, países y  
personas con los nombres de los santos católicos y de las ciudades de sus orígenes o de los 
libertadores: New York, New Jersey, Cuenca, Colombia (de Colón), Bolivia (por Bolívar).   La 
historia lo hacen y escriben a partir de ellos, todo el resto es prehistoria o arqueología como es el 
caso de los pueblos “indígenas”; creen ser los únicos portadores de la cultura, la civilización y la 
verdad,  y el resto a ser civilizado, culturizados e integrados a la nueva civilización; la economía es 
capitalista y monetarizada. Estos hechos históricos es importante tenerlos presente no para lamentar 
sino ser objetivos para analizar la historia, el presente y el futuro de los pueblos “indígenas” en los 
Estados Nacionales y de una manera en particular del Ecuador.   
 
1.2.      Espacio Geográfico de los pueblos y nacionalidades indígenas en el Ecuador  
  
En el Ecuador coexisten trece nacionalidades y dieciséis pueblos indígenas totalmente 
diferenciados, los cuales son descendientes de los grupos originarios que poblaron el territorio 
ecuatoriano desde hace miles de años y su presencia histórica determina el carácter pluricultural y 
multiétnico del país, sin embargo  desde la conquista española los derechos históricos y las 
libertades políticas de estos pueblos han sido constantemente violentadas.  
  




1.-  La Nacionalidad Kichwa de la Amazonía comprende el pueblo Napo-Kichwa y el pueblo 
Kichwa del Pastaza o Canelo-Kichwa, que comparten una misma tradición lingüística y 
cultural. El idioma es el Runa Shimi (lengua de la gente), pero con diferencias dialectales 
que incluye el Kichwa serrano, del cual al parecer es originario y que se habla en Tena, 
Arajuno, Ahuano; además del dialecto Bobonaza que se habla a lo largo de los ríos 
Bobonaza y Puyo, en Napo. El dialecto Limoncocha, hablado por los asentamientos de los 
ríos Napo y Suno.   
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La agricultura es su principal eje de producción, que es complementado con la caza, que la 
realizan mediante lanzas, trampas; la pesca se realiza con atarraya en los ríos grandes y en 
los pequeños utilizan la ishinga, el barbasco, que son elaborados de lisan en forma de un 
tubo; otra actividad es la crianza de ganado. Siembran yuca, plátano, café, cacao, maíz; la 
agricultura es planificaba de acuerdo a las fases lunares y días que permitan obtener buenos 
resultados en la cosecha. También elaboran artesanías, que es un rubro importante de su 
economía, elaboran abanicos con plumas de pájaros, cucharas de palo, batan para preparar 
la chicha, canastas, collares, tambores confeccionados con cuero de venado y boa.  
  
2.-  La Nacionalidad Kichwa de la Sierra está constituida por varios pueblos basados en 
relaciones de parentesco y con una tradición cultural compartida por fiestas, costumbres, 
vestido, organización, etc. Esta nacionalidad está asentada a lo largo de la sierra 
ecuatoriana y están vinculados por el idioma kichwa. Los vestidos, la ubicación geográfica, 
organización y dialecto de cada pueblo hacen que se identifiquen como pueblos diferentes 
dentro de una misma nacionalidad.  
 
En los últimos años existe un despertar de la autoidenticación y reafirmación de cada 
pueblo con su identidad, historia, costumbres y ubicación geográfica. Estos pueblos son: 
Karanki, Natabuela, Otavalo, Kayambi, Kitu kara, Panzaleo, Chibuleo, Salasaka, Waranka, 
Puruhá, Kañari, y Saraguro. Los diferentes pueblos de la nacionalidad Kichwa se han 
organizado a nivel regional y nacional en la Confederación de Pueblos de la Nacionalidad 
Kichwa - ECUARUNARI y en el ámbito nacional son parte integrante de la Confederación 
de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador - CONAIE.   
 
3.-  Nacionalidad Shuar pertenece a la Familia Lingüística Jivaroana, se encuentra en el 
Ecuador y Perú. En nuestro país el núcleo fundamental de su población se encuentra 
ubicado en las provincias de Morona Santiago, Pastaza y Zamora Chinchipe, existiendo 
otros asentamientos en Sucumbíos y Orellana en la Amazonia y, en la Región Litoral, en 
Guayas y Esmeraldas. Debido a que el Shuar ha sido un pueblo guerrero han sido  
conocidos en forma despectiva como Jíbaros o salvajes; denominación que rechazan por su 
contenido etnocéntrico y racista; por ello reivindican su derecho a autodenominarse como 
Shuar que significa, gente, persona. La llegada de la misión Salesiana, que cobró fuerza a 
partir de 1930, provocó nuevas formas de organización que culminaron con el 





4.-  La Nacionalidad Epera (Wamuna o Epena), que significa “voz de caña brava”. Al menos el 
50% de la población es bilingüe funcional y tienen afinidad étnica y lingüística con los 
Eperara Sia (Embera), uno de los grupos indígenas con mayor población en Colombia. Su 
presencia en el Ecuador es reciente, producto de un proceso migratorio que se produce en 
1964 desde el Chocó colombiano. Los Epera se ubican en la provincia de Esmeraldas, 
cantón  Eloy Alfaro, parroquias Borbón y La Concepción.  
 
El territorio que los Epera identifican como ancestral está ubicado en la costa del Pacífico 
colombiano, exactamente en las riberas de los ríos Saija, Infi y Micay pertenecientes al 
departamento del Cauca. La base de la organización social constituyen las familias 
ampliadas, hasta 25 personas, con un liderazgo sobre la base de linaje mítico-histórico, el 
cual es parentelar.  Los Éperas se alimentan de la caza; complementan esta alimentación 
con yuca, plátano y guineo, su bebida típica es la chicha.  
 
5.-  La Nacionalidad Shiwiar  se ubica en el sureste de la provincia de Pastaza, cantón Pastaza, 
parroquia Río Corrientes. Los Shiwiar han sido los habitantes tradicionales de los 
territorios ubicados en la cuenca alta del Río Corrientes y la cuenca alta del Río 
Tigre.Shiwiar Chicham. Las generaciones actuales son trilingües: Shiwiar Chicham, 
Kichwa y Español. En 1992 obtuvieron la legalización de una parte significativa de su 
territorio, logrando así el reconocimiento de  89377 ha, así se logra el reconocimiento a su 
pueblo como una nacionalidad con identidad propia, que tiene el control legal y político de 
sus territorios.  
 
Los Shiwiar comparten ciertas características con los Achuar y Shuar de la Amazonia. El 
asentamiento tradicional Shiwiar está ubicado en Kambaentsa, en el curso medio y alto del 
Río Corrientes y parte del curso medio y alto del Río Tigre.  
 
6.-  La Nacionalidad Achuar está integrada en la Federación Interprovincial de la Nacionalidad 
Achuar del Ecuador, Finae, que agrupa a los achuar o ashuar de Pastaza y Morona 
Santiago, hoy FICSH. La lengua achuar pertenece al grupo etno lingüístico-cultural de los 
jivaroanos, al igual que de los shuar.   
 
Los Achuar han tenido un patrón de asentamiento disperso en la  selva, la casa estaba 
ocupada por una familia ampliada, cuya organización respondía a la práctica de la 
poligamia, no tenían jefes, salvo en caso de guerra. Desde hace unos 20 años, bajo la 




modalidad en comunidades. La economía se basa en la caza, la pesca, la horticultura y la 
recolección, actividades que hoy están acompañadas de una incipiente producción 
agropecuaria. Los Achuar beben el agua de  guayusa, que lo practican cada mañana para 
eliminar las impurezas del espíritu.  
  
7.-  La Nacionalidad Awa está ubicada en las provincias de Carchi, Imbabura, Esmeraldas en 
territorio ecuatoriano, así como, en el departamento de Nariño en Colombia.  La 
Federación de Centros Awá, se constituyó en una Asamblea General realizada en 1986, el 6 
de octubre, en la que participaron delegados de los 12 Centros Awá existentes en esa 
época.  
 
Según cuentan sus antepasados, la nacionalidad Awá es descendientes de las Mayas de 
México. Hace trescientos años, salieron de los territorios mexicanos, con rumbo a Centro 
América y América del Sur, llegando a Colombia, ahí se da la dispersión de las 
comunidades debido al medio selvático del territorio y al conflicto conocido como la 
guerra de los 1000 días, por esta razón pero han logrado mantener la personalidad como 
pueblo, las relaciones familiares, de intercambio, la lengua, tradición oral, etc.   
  
Los Awá, tienen como eje económico productivo la agricultura, que es complementado con 
la cacería, la pesca y la crianza de animales domésticos. Cultivan plátano, fréjol, maíz, caña 
de azúcar, chonta duro, ají, producción que se complementa con la crianza de chanchos, 
gallinas, vacas y conejos. También se dedican a la artesanía con cepos, bateas, cucharas de 
palo, lanzas, bodoqueras, shigras, etc.  
  
8.-  La Nacionalidad Chachi se encuentra a lo largo de la provincia de Esmeraldas, en especial 
en la zona selvática de la provincia, al norte en los cantones de San  Lorenzo y Eloy Alfaro, 
en el centro en el cantón Río Verde y al sur en el cantón Muisne. Su territorio es parte de la 
Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas, Reserva Ecológica Cayapas-Mataje y Reserva 
Ecológica Mache-Chindul. Su idiona es el Chá palaa.  
 
El núcleo organizacional fundamental de esta nacionalidades la familia ampliada, que es 
influenciada por el Uñi o Gobernador que hace de autoridad de la comunidad. Así como la 
nacionalidad Awá y Éperas eligen a sus autoridades en Asambleas Generales, donde los 





Los Chachis mantienen la propiedad colectiva de los medios de producción,  su economía 
está basada en la agricultura, con cultivos como el cacao, café y madera.  Además 
construyen canastos de bejuco, hamacas de chambira, abanicos de plumas de aves, trabajan 
en madera, elaborando canoas de caoba.  
  
9.-  La Nacionalidad Cofán al momento de la invasión española tenía una población de 70.000 
habitantes y ocupaban el curso alto del río Aguarico.  Tienen presencia en  Colombia y 
Ecuador. En nuestro país están ubicados en la Provincia de Sucumbíos, a lo largo de los 
ríos Aguarico, Guanúes y San Miguel, incluyendo el área que ocupa actualmente Lago 
Agrio.  
 
La organización tradicional se basa en grupos de descendencia patrilineal o "antia", dirigida 
por el shamán, su líder político y religioso. Son miembros de la CONFENIAE y de la 
CONAIE. Se encuentran organizados en las  comunidades Sinangüé, Zábalo, Chandía 
Na'en, Tayosu Conqque, Dovuno y  Dureno. Su idioma: es el Cofán, muchos de sus 
integrantes también hablan español.  
  
10.-  La Nacionalidad Wao se denomina wao, que significa "la gente", en oposición a "cowode", 
la "no gente", que son todas las demás personas. Se dividen en varios subgrupos: 
Toñampare, Quenahueno, Tihueno, Quihuaro, Damuintaro, Zapino, Tigüino, Huamuno, 
Dayuno, Quehueruno, Garzacocha (río Yasuní), Quemperi (río Cononaco) Mima, Caruhue 
(río Cononaco) y Tagaeri. Su idioma es el Wao Terero.  
 
La unidad básica tradicional o grupo doméstico es el “nanicabo”, constituido por familias 
ampliadas o múltiples compuestas por un número de seis a diez familias que habitan bajo 
un mismo techo o “maloca”; estos grupos domésticos son autosuficientes, autónomos y 
están organizados alrededor de un anciano o anciana de cuyo nombre se deriva el nombre 
del grupo doméstico. 
 
La unidad territorial o grupo local se denomina “huaomoni”, que es la unión de varios 
“nanicabos”; los “huaomoni” son de carácter endógamo, al interior del cual deben darse los 
matrimonios entre primos cruzados y las relaciones de alianza.  
 
En la actualidad aún persisten las migraciones poblacionales temporales y otras 




además de la caza, la pesca y la recolección de frutos. El medio natural les provee de 
recursos para la construcción de viviendas, artesanía y la alimentación.   
  
11.-  La Nacionalidad Secoya y Siona, son pueblos que comparten tradiciones culturales 
semejantes y lenguas. Los Sionas tienen presencia en Colombia y Ecuador. En Ecuador se 
encuentran en la Provincia de Sucumbíos, cantón Putumayo, parroquia Puerto Bolívar; y en 
el cantón Shushufindi, Parroquia San Roque, es decir que están asentados alrededor de los 
ríos Eno, Napo, Aguarico, Shushufindi, Lagartococha, Zancudococha. Su idioma es el 
Paicoca .  
 
En su territorio se encuentran los bloques petroleros: 15 de Occidental, 27 de City y 21 de 
Kerr-McGee. Los Sionas actualmente conformaron la Organización de la Nacionalidad 
Indígena Siona del Ecuador, ONISE, que agrupa a toda población y es miembro de la 
CONFENIAE y de la CONAIE. 
 
La cohesión social y política es muy débil en el presente, por la tendencia a la dispersión 
poblacional, como resultado de la presión territorial ejercida por las petroleras y la 
colonización. Las principales actividades económicas son de subsistencia, la horticultura 
itinerante de roza y quema que constituye su principal actividad productiva, la caza, pesca 
y recolección de frutos que cada día se ve disminuida por lo limitado del territorio 
legalizado, son complementadas con la venta de su fuerza de trabajo en actividades de 
desbroce de la selva, construcción de campamentos y apertura de trochas. 
 
Los Secoyas están  presentes en Perú y Ecuador. En el Ecuador están en la provincia de 
Sucumbíos, cantón Shushufindi, parroquia San Roque y en el cantón Cuyabeno, parroquia 
Tarapoa, en las riberas del río Aguarico. Su territorio legalizado es de 39414,5 ha, su 
idioma es el paicoca; están organizados en las comunidades de San Pablo de atetsiaya y 
Siecoya Remolino Ñe'ñena, ubicadas en la parroquia San Roque, cantón  sushufindi; una 
comunidad, Eno, ubicada en la parroquia Tarapoa, cantón  Cuyabeno. La forma 
organizativa básica es la familia ampliada; la unión de familias constituye las Comunidades 
o Centros. Su organización política es la Organización Indígena Secoya del Ecuador, OISE, 
que es miembro de la CONFENIAE y de la CONAIE.  
 
El presidente de la organización es elegido en el Congreso de la Nacionalidad Secoya cada 
dos años. Los Secoya tienen una agricultura itinerante, realizan extracción de madera, 




recolección de frutos. Los principales productos que siembran son yuca, café, plátano, 
maíz, maní, frutas, arroz, fréjol y ají, piña, caña, etc. Otra actividad que realizan los 
Secoyas es la artesanía; los hombres elaboran, canoas, flechas, lanzas, flauta, collares de 
dientes de animal, coronas de plumas y las mujeres se dedican a elaborar ollas de barro, 
mocahuas, tinajas, tejer atarraya, collares, manillas, etc. 
 
12.-  La Nacionalidad Ts'achila está ubicada en la provincia de Santo Domingo de los 
Tsa´chilas, en el cantón Santo Domingo, parroquia Puerto Limón.Tsachi es su nombre 
étnico y Tsafiqui su idioma, que significan la ''verdadera gente" (ser humano) y "la 
verdadera palabra". Se encuentra agrupada en ocho comunidades:Cóngoma Grande (Santo 
Juan), Los Naranjos, El Búho de los Colorados, El Poste, Peripa, Chigüilpe, Otongo Mapalí 
y Filomena Aguavil (Tahuaza).  
 
La unidad social básica de los Tsachila es la familia nuclear. La historia oral, así como la 
mitología, indican que antiguamente habría existido la poliginia, probablemente como 
privilegio de los jefes grupales (miya) y los chamanes (pone). Aunque la unidad doméstica 
básica está constituida por la familia nuclear, es habitual encontrar núcleos residenciales 
formados por una familia extensa, preferentemente patrilineal. Dichos núcleos, que 
conservan el hábitat disperso tradicional, se componen de viviendas distanciadas unas de 
las otras entre 100 y 300 metros, a fin de que cada una de ellas pueda mantener su espacio 
abierto y su chacra con absoluta independencia e intimidad, siempre  y cuando el cada vez 
más acuciante constreñimiento por la tierra se lo permita.   
 
Actualmente la comuna es la unidad política formal mínima y muchas de las actividades, 
especialmente de reciente adopción, tienen lugar en su marco: las mingas.  
Para la tradición tsachila, la tierra está poblada de espíritus (oko). Una parte importante de 
éstos procede del mundo de la naturaleza, como los espíritus de los cerros (du oko) o de los 
animales más poderosos, como el espíritu del tigre (kela oko). 
 
13.-  Nacionalidad Sapara está ubicada, al este de la provincia de Pastaza, al sur colinda con el 
Perú. Existen 10 comunidades Zaparas; en la parroquia Río Tigre: Cuyacocha, Conambo, 
Pindoyacu, Balsaura, Wiririma, Torimbo, Shiona; en la parroquia Sarayacu: Jandiayacu, 
Llanchama Cocha, Mazaramu. Su idioma es el Záparo, familia lingüística Záparo. Se 
autodenominan como Zaparoa, kayap. Históricamente fueron conocidos como Sapara, 




hecho con lianas de ciertos bejucos con los cuales tejían diversos tipos de canasta que les 
servía para mantener frescos los alimentos y llevar materiales como flechas, veneno etc.  
 
Su núcleo social son las comunidades que conforman la Organización de la Nacionalidad 
Zápara del Ecuador, ONZAE, filial de la CONFENIAE y de la CONAIE. Su economía es 
de subsistencia basada en el manejo de chacras itinerantes de acuerdo con las necesidades 
de cada familia, completando su dieta balanceada con la caza, pesca y recolección. Sus 
principales productos son la yuca, plátano, papajibra, chonta. Solamente compran la sal de 
fuera, con el producto de la venta de las artesanías. 
 
1.4.       Organización Política de los pueblos y naciones indígenas   
 
La organización política de los pueblos y naciones indígenas es producto de una realidad 
histórico-social, la cultura dominante a partir de la irrupción española no reconoce la historia ni 
cultura de los habitantes de estos territorios, se practicó la no cultura de los “indios”, quienes 
fueron objetos de estudio por ser parte del folklor de una sociedad excluyente; pues ellos 
practicaban supersticiones, no religiones, hablan dialectos, no lenguas; hacían artesanías, no arte. 
Esto es un antecedente importante de la organización y la lucha de los pueblos indígenas en nuestro 
país, como respuesta a una situación colonial y semi colonial de sometimiento. 
 
Así, en el Siglo XIX se produjeron alzamientos indígenas en Cañar (1862), en Imbabura y 
Guano (1868), en Chimborazo (1871), en Napo (1898), entre otros. A comienzos del Siglo XX, la 
movilización social estuvo apoyada por el movimiento sindical, que se formaron en por 
huasipungueros, arrimados y yanaperos, y reivindicaban su derecho a la tierra, al agua y los pastos, 
al salario y al cese de abusos
24
.       
 
Durante la vida republicana continuaron las luchas y las contradicciones sociales y 
políticas, el 5 de Junio de 1895 triunfó la Gran Revolución Liberal, liderada por Eloy Alfaro, en 
cuyos principios contemplaba la eliminación del concertaje, de los tributos, de los diezmos y los 
castigos. Varios pueblos y líderes indígenas participaron en la revolución de Alfaro, especialmente 
en la provincia de Chimborazo conformaron el ejército de los montoneros en contra del concertaje, 
esto ayudó al avance de los liberales hacia Quito.  
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La revolución de Alfaro dictó leyes de beneficio para el pueblo indígena, llegó a la 
confiscación de las tierra de la iglesia, pero pactó con los comerciantes que eran latifundistas y su 
sucesor Leonidas Plaza devolvió las haciendas a los terratenientes y las leyes progresistas no se 
ejecutaron, sobre todo las que hacían relación a la propiedad de la tierra y a las relaciones sociales 
de producción.  
 
Para inicios del XX se forjan organizaciones indígenas con carácter nacional, en los años 
veinte, se organiza la clase obrera de Guayaquil, que reclamaba alza de salarios y reducción de 
horas de trabajo, fue una protesta que cobró gran magnitud, fueron años de agitación y 
movilización, tanto que el 15 de noviembre de 1922 se produjo una gran matanza ordenada por el 
presidente Tamayo.  
 
También, a partir de 1927 se organizaron los sindicatos en el sector de Cayambe, provincia 
de Pichincha: de El Inca en Pesillo,  Tierra Libre de Moyurco, Pan y Tierra de La Chimba. En 1931 
se organizó el primer congreso nacional de organizaciones indias, fue frustrado  por la intervención 
y ataque de los terratenientes, sus líderes fueron amenazados. En 1944, se creó la Federación 
Ecuatoriana de Indios, Dolores Cacuango, fue la Secretaria General, esto con el apoyo del partido 
comunista del Ecuador y de la Confederación Ecuatoriana de Obreros (CTE); se trabajó en la Sierra 
y en contra de las formas serviles de producción, demandando la parcelación de los latifundios, el 
pago de salarios, la disminución de horas de trabajo y la aplicación de las leyes laborales.   
 
En la década de los 50 y 60 las movilizaciones indígenas se dieron en contra del Censo 
Agropecuario, participaron comunidades indígenas de Cotopaxi, Tungurahua y Chimborazo; en 
1961 se levantan 2000 indígenas en Columbe. Estas movilizaciones buscaban terminar con los 
sistemas precarios de trabajo y con los latifundios. En 1964 el gobierno inicia la primera Reforma 
Agraria que entregó tierras de baja calidad a numerosos huasipungueros, sin terminar con el 
latifundio.  
 
1.4.1    Breve cronología de la organización política de los pueblos y naciones 
indígenas   
 
Los pueblos indígenas resurgen a través de las organizaciones y de su lucha permanente, a 
inicios de la conquista Española generales indígenas como Rumiñahui, combatieron para la defensa 
de sus territorios y culturas. Es larga la lista de sublevaciones indígenas en el tiempo de la colonia y 





1. En los años 40 del siglo XX se crea la Federación Ecuatoriana de Indios (FEI), impulsada 
por Dolores Cacuango y Transito Amaguaña, líderes del pueblo Kayambi,  este es un 
proceso organizativo amplio de la Sierra, de carácter clasista y formas de organización 
sindical. La FEI exigió reformas en relación a la tenencia de las tierras, en mejoras para la 
educación, mayores salarios, además de la eliminación de las formas tradicionales de 
explotación y de servidumbre. 
 
2. En 1972 se constituye Ecuador Runacunapac Riccharimui (ECUARUNARI) hoy 
Confederación de Pueblos de la Nacionalidad  Kichwa del Ecuador, por un proceso 
organizativo indígena y campesino. 
 
3. En 1980 se crea la Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonia 
(CONFENIAE). 
 
4. En 1980 la CONFENIAE y la ECUARUNARI, constituyen el Consejo de Coordinación de 
Nacionalidades Indígenas del Ecuador CONACNIE, el mismo que en 1986 se convierte en 
la Confederación  de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE). La CONAIE crea 
la Coordinadora de Organizaciones Indígenas de la Costa Ecuatoriana (COICE), la misma 
que posteriormente se convierte en la Confederación de las Nacionalidades Indígenas de la 
Costa Ecuatoriana (CONAICE).  
 
5. La (CONAIE) abarca a la Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía 
Ecuatoriana (CONFENIAE), Organización de las Nacionalidades Indígenas de la Costa 
Ecuatoriana (ONAICE) y La Confederación de Pueblos de la Nacionalidad Kichwa del 
Ecuador (ECUARUNARI). A partir de estas organizaciones se inicia un cuestionamiento 
de la estructura del Estado, se plantea construir un Estado Plurinacional, basado en la idea 
de que los pueblos y naciones indígenas son diversos pero iguales; así se busca el 
reconocimiento de los pueblos indígenas como sujetos de derechos colectivos, consolidar a 
las nacionalidades y pueblos indígenas del Ecuador, luchar por la defensa de tierras, 
territorios indígenas y los recursos naturales, fortalecer y desarrollar la educación 
intercultural bilingüe, luchar contra el colonialismo y neocolonialismo, entre otras 
propuestas reivindicativas. 
 
6. En 1988 la CONAIE firman el Convenio de cooperación científica con el Ministerio de 
Educación, para desarrollar el Sistema de Educación Intercultural Bilingüe, creando la 





7. En junio de 1990, se organizó el primer levantamiento indígena, exigió al gobierno de 
Rodrigo Borja, la declaratoria del Estado plurinacional, el reconocimiento de territorios 
indígenas y la educación intercultural bilingüe.   
 
8. En octubre de 1992, se recordó los quinientos años de invasión, genocidio, etnocidio y 
exclusión social de las nacionalidades y pueblos indígenas logrando en la Organización de 
Naciones Unidas la declaración del Decenio de los Pueblos Indígenas. 
 
9. Es por esto que en 1996 se constituye el “Movimiento de Unidad Plurinacional Pachakutik-
Nuevo País”, como una de las estrategias de lucha para fortalecer los Gobiernos Locales 
Alternativos y la representación política a nivel nacional. 
 
10. En febrero de 1997, la CONAIE y otros sectores sociales organizados impulsó la 
movilización indígena y popular en contra del gobierno de Abdalá Bucaram, para protestar 
por su política económica y social, logrando su destitución y la creación del Consejo de 
Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador (CODENPE).  
 
11. En septiembre de 1997, la CONAIE se moviliza para convocar a una Asamblea Nacional 
Constituyente para exigir el reconocimiento del Ecuador como un Estado plurinacional, 
plurilingüe, para que los y a los pueblos indígenas sean titulares de derechos colectivos. La 
Asamblea Constituyente  se instaló en octubre de ese mismo año en la ciudad de Quito y en 
agosto de 1998 entró en vigencia la nueva Constitución en la que se reconoce al Ecuador 
como un Estado multicultural y multiétnico y a los pueblos indígenas como titulares de una 
serie de derechos colectivos.  
 
12. En abril de 1998 por la presión de la CONAIE y al gestión de los diputados de Pachakutik, 
se ratifica por parte del Congreso Nacional, el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT). 
 
13. En marzo de 1999, la CONAIE convocó a un levantamiento Indígena y Popular en contra 
del gobierno de Jamil Mahuad, en rechazo a la crisis económica, política y social, que 
produjo el “feriado bancario” con el congelamiento de los depósitos de los ecuatorianos en 





14. En agosto del 2005, se crea la Universidad Intercultural de las Nacionalidades y Pueblos 
Indígenas “AMAWTAY WASI”.  
 
15. En marzo de 2006, la CONAIE convoca a un levantamiento indígena en todo el país, para 
exigir la suspensión de las negociaciones del Tratado de Libre Comercio que el Ecuador 
estaba negociando con los Estados Unidos, así como, la declaratoria de caducidad del 
contrato con la empresa Occidental (Oxy), la Convocatoria para una Asamblea Nacional 
Constituyente, la anulación del Convenio de la Base de Manta y el no involucramiento en 
el Plan Colombia. El gobierno de Alfredo Palacio reprimió las manifestaciones, pero las 
negociaciones del TLC se suspendieron y fue declarada la caducidad de la Oxy. 
 
16. A partir de 2009, se dan una serie de movilizaciones que reclaman al presidente Rafael 
Correa, la participación e inclusión del proyecto político de los pueblos y naciones 
indígenas en el itinerario nacional, para así llegar a consolidar el Estado Plurinacional. Los 
puntos de conflicto con el gobierno son la oposición a la intervención de las empresas 
















LA JUSTICIA INDÍGENA EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
2.1 Antecedentes históricos del derecho indígena en las constituciones del Ecuador 
 
El movimiento indígena ecuatoriano se ha mantenido en lucha constante para lograr 
organizarse y ser un actor en la escena política, esta organización ha conseguido una serie de 
normativas en materia de derechos, con reformas constitucionales y procesos de descentralización 
administrativa.  
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, fue la premisa para el 
reconocimiento del derecho colectivo a la autodeterminación y a la resistencia social y cultural, que 
constan en el Proyecto de Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas de 1994, los Arts. 3, 4 y 5 reconocen el derecho de los pueblos indígenas a la libre 
determinación, lo que les faculta a tomar sus propias decisiones en asuntos internos y aplicar sus 
prácticas administrativas, jurídicas y organizativas dentro de sus comunidades, y el Art. 34 
establece que “los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus 
estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, 
prácticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas 
internacionales de derechos humanos”. 
 
Durante el gobierno del Dr. Rodrigo Borja Cevallos, 1988 - 1992, el movimiento indígena 
profundizó su lucha exigiendo el cumplimiento de sus derechos en cuestión de educación, tenencia 
de tierras, fortalecimiento de su cultura, idioma, etc. Con grandes levantamientos que recordaban 
los 500 años de la dominación española se logró la expedición de la Constitución Política en el año 
de 1998 -en las Constituciones anteriores no se reconocía el derecho indígena ni la aplicación de la 
justicia indígena- en la Constitución mencionada reconoce que el Estado está constituido por una 
variedad de culturas y etnias, al incorporar los términos pluricultural y multiétnico en el Art. 1, allí 
se determina que el Ecuador es un estado social de derecho soberano, unitario independiente, 
democrático, pluricultural y multiétnico; además, establece que el Estado respeta y estimula el 
desarrollo de todas las lenguas de los ecuatorianos con el castellano como el idioma oficial.  
 
 
El quechua, el shuar y los demás idiomas ancestrales son de uso oficial para los pueblos 




del Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional del Trabajo) sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes. Este Convenio reconoce derechos colectivos relacionados con 
los derechos de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades sobre sus territorios, recursos 
naturales, el uso y conservación de sus lenguas propias, ente otros. En los Arts. 8, 9, 10, 11 y 12 
reconoce a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas su derecho a aplicar sus 
tradiciones y prácticas producto de sus costumbres para solucionar sus conflictos y sancionar los  
delitos que puedan cometerse dentro de sus comunidades. 
 
La Constitución de 1998, en el Art. 191 inciso 3 -sobre autoridades indígenas- establece en 
el Ecuador el pluralismo jurídico, que implica como en un mismo ámbito territorial conviven 
diferentes sistemas de derechos, que cambian históricamente y que están presentes en las 
costumbres, en las normas sociales de los distintos pueblos que conforman el territorio nacional; así 
se reconoce al colectivo como una entidad u organismo que tiene vida propia y que reivindica 
derechos. 
 
Respecto a la justicia indígena, ésta Constitución, en el inciso final del artículo 191 
prescribía que “las autoridades de los pueblos Indígenas ejercerán funciones de justicia, aplicando 
normas y procedimientos propios para la solución de conflictos internos, de conformidad con sus 
costumbres o derecho consuetudinario siempre que no sean contrarios a la Constitución y las 
leyes, la ley hará compatibles aquellas funciones con la del sistema judicial nacional”. Es decir, 
que se facultaba a los pueblos indígenas administrar justicia de conformidad con el derecho 
consuetudinario propio de sus comunidades. 
 
Mientras que con la expedición de la Constitución de 2008 por la Asamblea Nacional, en el 
Art. 1 se establece que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, 
democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en 
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. En el Art. 2, se estipula que el 
castellano es el idioma oficial del Ecuador; el castellano, el kichwa y el shuar son idiomas oficiales 
de relación intercultural. Los demás idiomas ancestrales son de uso oficial para los pueblos 
indígenas en las zonas donde habitan y en los términos que fija la ley. El Estado respetará y 
estimulará su conservación y uso. 
 
 
Y el capítulo cuarto de la Función Judicial, en donde se incluye en la sección segunda a la 
justicia indígena y en su artículo 171 prescribe: Las autoridades de las comunidades, pueblos y 




ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con la participación y decisión de 
las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus 
conflictos internos y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos 
reconocidos en los instrumentos internacionales. También estipula que el Estado garantizará que 
las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas por las instituciones y autoridades 
públicas, y la ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción 
indígena y la jurisdicción ordinaria. 
 
2.2  Que es la justicia indígena   
 
La  justicia indígena carece de un ordenamiento jurídico escrito, que esté plasmado en una 
ley que la tipifique y sancione, es decir que no existe un procedimiento de juzgamiento previsto en 
un código, norma jurídica, estatuto o reglamento; su “reglamentación” está basada en su derecho 
propio, consuetudinario, ya que surge de la vida social y cultural de la comunidad, que emplea un 
procedimiento rápido de carácter público y colectivo expuesto  en las asambleas comunales. 
 
Las autoridades indígenas pueden dirimir y resolver los conflictos que se presentan al 
interior de sus territorios de acuerdo a las normas, procedimientos y sanciones del sistema jurídico 
indígena. Éste es un avance en el tema de derechos a favor de los indígenas pues se deja a un lado 
el monismo jurídico para reconocer y practicar el pluralismo jurídico. Sin embargo, aún no están 
resueltos conflictos que tienen que ver con los límites, la jurisdicción y competencia de la justicia 
indígena.  
 
La justicia indígena es una forma propia de resolver y solucionar conflictos, se imparte con 
autoridades propias de cada comunidad, pueblo o nacionalidad, de manera gratuita, de manera oral 
y en su propia lengua, con su propio procedimiento, con aplicación de normas del derecho 
consuetudinario, en base a los sistemas jurídicos de cada pueblo o comunidad. Se aplican 
correctivos25 de orden social, curativo, para permitir la reintegración y la rehabilitación del o la 
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 Cuando tambalea el equilibrio social en la comunidad es por la presencia de una enfermedad social, lo que 
los criminólogos del derecho occidental hablan de la patología social del delincuente y su repercusión en la 
sociedad. La vida en armonía o la cosmovivencia es alentada y prevenida por las autoridades de la 
comunidad, comenzando por su madre que es mejor que diez maestros; el infante al estar en sus brazos y 
luego al dar sus primeros pasos en la vida social, está en todo momento aprehendiendo, es decir asimilando 
por todos el sentido comunitario y su madre no descuida en enseñar, guiar y orientar al infante a ser 
hacendoso (kusi) ágil, laborioso, recto, honesto, comedido, en sus quehaceres diarios en contacto con los 
cultivos, con los animales, con la vecindad, con los mayores y autoridades y ante todo con el ejemplo; todo el 
tiempo está aconsejando, conversando al menor que éste último va captando y aprendiendo en su natural 
curiosidad de niño todo lo que acontece a su alrededor; no obstante si pese a las prevenciones enseñadas hay 
alteraciones a la armonía social vuelve necesario corregir en unos casos simbólicamente y en otras 




acusada, en busca de la armonía comunal o colectiva, los habitantes participan en la toma de 
decisiones y en el acto del  ajusticiamiento, el cual difiere del linchamiento26 que por lo general no 
ocurre en los  territorios de las comunidades, por lo tanto carece de competencia; además no existe 
una autoridad, normas y procedimientos, los imputados carecen del derecho a la defensa, entre 
otras irregularidades. 
 
2.3 Administración de justicia indígena  en el Ecuador   
 
En el Ecuador el ordenamiento jurídico indígena, está  basado en un derecho no escrito, 
esto es en un Derecho Consuetudinario, mediante el cual las comunidades27 a través de sus propias 
autoridades administran justicia, fundamentados en un conjunto de normas basados en sus usos, 
costumbres, imponen sanciones a quienes cometen alguna conducta indebida, la cual vendría a ser 
–en comparación con el derecho común ordinario-  un delito, o una contravención.  
 
Mediante la aplicación de éstas sanciones las  autoridades de las comunidades indígenas, ejercen un 
control social dentro de sus territorios. Los casos que se presentan en territorios comunales con 
tratados de conformidad con el procedimiento consuetudinario para resolver los conflictos que se 
                                                                                                                                                                                        
para que el infractor se redima, eso es lo que podríamos denominar la pedagogía de la sanción, que el 
infractor no reincida por miedo, temor, sino por adhesión y comprensión de lo que implica vivir bien en 
comunidad. El miedo a la cárcel, el castigo o la pena recibida el infractor mantiene reprimido oportunidad 
desfoga abruptamente cometiendo execrables crímenes. También existen normas correctivas, mediante un 
sistema de sanciones simbólicas, que en general procura devolver el equilibrio social imperante en la 
comunidad, aclarando que es un sistema donde se privilegia la curación espiritual, la compensación y 
adhesión, se evitan sanciones penitenciarias prolongadas de reclusión por años tras las rejas como ocurre en 
el sistema jurídico estatal, recordando como analizamos anteriormente en la justicia indígena no hay cárcel 
porque el fin no es la pena, el castigo el sufrimiento del procesado, de su familia, amigos y la misma 
comunidad, sino el restablecimiento, el reencuentro con la comunidad y la inserción en la natural armonía 
comunitaria. La justicia indígena utiliza tradicionalmente el agua, la ortiga y el látigo para corregir las 
infracciones y redimir al infractor de sus faltas. Pérez G. Carlos. (2010). Justicia Indígena. Cuenca: CONAIE,  
ECUARUNARI, Universidad de Cuenca. p. 232 y 233.  
 
26
 Los responsables de los mismos no son en muchos casos autoridades indígenas, y aunque lo fueran estarían 
extralimitándose en sus competencias. No siguen reglas específicas de enjuiciamiento de conformidad con 
ninguna tradición consuetudinaria, aunque en algunos se denotan resquicios de algunos procedimientos y 
sanciones ancestrales, como la aplicación de baños de ortiga o azotes para algunos de los linchados. Muchos 
de estos actos no se producen dentro del territorio de comunidades, por lo que carecerían de competencia 
territorial. Rodríguez, Carlos: ¿Qué es el derecho indígena?, en Borja, Emiliano, coord. (2006). Diversidad 
cultural: conflicto y derecho. Valencia, Tirant lo Blanch. p. 59. 
 
27
 Comunidad es más que la simple suma de individualidades, es autoridad, es unidad, es organización, es 
solidaridad, es vida o supervivencia. Al hablar de comunidad estamos frente a una colectividad conformada 
por personas descendientes de indígenas, originarios que habitaron en el vasto territorio de la Abya Yala 
antes de la conquista y colonización de los ibéricos, es decir cuya identidad histórica es milenaria o al menos 
ancestral. Pérez G. Carlos. (2010). Justicia Indígena. Cuenca: CONAIE,  ECUARUNARI, Universidad de 




generen dentro de la comunidad indígena, pues las autoridades indígenas -nombradas por los 
miembros de la comunidad- son portadores de deberes y custodios de derechos.  
 
La administración de la justicia indígena  no radica en un órgano especializado, ni nace de 
la ley, a diferencia de la Administración de Justicia ejercida por el Estado, la misma que se aplica 
de acuerdo a la Constitución Política del Estado como ley suprema en relación con otras leyes 
emitidas por la Función Judicial y otras instancias; sino que esta administración de justicia radica 
en la comunidad. En las comunidades el sistema indígena las sanciones tienen un sentido 
ceremonial, simbólico, económico y comunitario concreto, el objetivo es reinsertar a la persona a la 
comunidad. 
 
Sin embargo, éste es un tema controversial, ya que existen problemas de competencias por 
la coordinación entre la justicia ordinaria y la justicia indígena,  pues desde el punto de vista del 
derecho, los únicos llamados a Administrar Justicia son los establecidos en nuestra Constitución 
Política del Estado. 
 
De manera frecuente escuchamos hablar de la justicia indígena, del ajusticiamiento, la justicia con 
mano propia etc.; pero nunca nos hemos molestado en cerciorarnos de manera clara qué es lo que debemos 
entender por la administración de justicia; por qué de la existencia de dicha administración, cómo funciona, 
etc., y simplemente nos hemos limitado a decir que en el país existe una ley escrita (la legislación ordinaria), 
que todos los ecuatorianos estamos sujetos a ella; por lo tanto, lo que las comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas hacemos es una ilegalidad, que atenta contra la institucionalidad jurídica del país. 
Es más, se ha catalogado a los indígenas (cuando un pueblo indígena ejerce este derecho) como salvajes, 
que aún vivimos en una etapa o estado primitivo; consiguientemente se ha fomentado una política de 




Es así que se ha planteado crear las leyes que permitan regular el sistema indígena y 
hacerlo compatible con las leyes del sistema ordinario de justicia, es decir homologar la aplicación 
de justicia sin salir del marco conceptual y global que es la Constitución actual, que es lo propuesto 
por las entidades del Estado y ante lo cual los sectores indígenas difieren, pues reclaman su 
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2.4  Fundamento legal de la administración de justicia indígena 
 
La aplicación de la justicia indígena está reconocida en la Constitución del Ecuador de 
2008, en su artículo 171 –como se mencionó anteriormente- se manifiesta que las autoridades de 
las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, ejercerán funciones jurisdiccionales, con 
base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía 
y participación de las mujeres.  
 
Según Raúl ILaquiche Licta, en las comunidades indígenas se “aplica una justicia 
imparcial, sin corrupción ni gastos y sin la lentitud reinante en la actualidad, el pueblo participa 
en el juzgamiento, la sanción indígena es menos gravosa- económica, más familiar y social que la 
administración de justicia ordinaria; consiguientemente tiene principios y características propias y 
diferentes”29. 
 
El Estado regula la aplicación de las costumbres y tradiciones para la solución de conflictos 
de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, y obliga a la función judicial 
ordinaria a respetar y a colaborar con la justicia o derecho indígena. Según el  Código Orgánico de 
la Función Judicial, publicado en el Registro Oficial suplemento 554 el 9 de marzo del 2009, en 
concordancia con la Constitución y los tratados internacionales se determina en el Art. 7 que “las 
autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán las funciones 
jurisdiccionales que les están reconocidas por la Constitución y la ley”. Y respecto a los jueces de 
paz el Art. 253 dice  que la justicia de paz no prevalecerá sobre la justicia indígena, ya que el 
ámbito de la justicia indígena será dentro de sus territorios según el Art. 343.  
 
Mientras que en el Art. 374 de los principios de la justicia intercultural, se establece que la 
actuación y decisiones de los jueces y juezas, fiscales, defensores y otros servidores judiciales, 
policías y funcionarias y funcionarios públicos, observarán lo siguiente: 
 
a) Diversidad.- deben tener en cuenta el derecho propio, costumbres y prácticas 
ancestrales de las personas y pueblos indígenas, con el fin de garantizar el óptimo reconocimiento 
y realización plena de la diversidad cultural; 
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b) Igualdad.- La autoridad tomará las medidas necesarias para garantizar la comprensión 
de las normas, procedimientos, y consecuencias jurídicas de lo decidido en el proceso en el que 
intervengan personas y colectividades indígenas. Por lo tanto, dispondrán, entre otras medidas, la 
intervención procesal de traductores, peritos antropólogos y especialistas en derecho indígena. 
 
c) Non bis in idem.- Lo actuado por las autoridades de la justicia indígena no podrá ser 
juzgado ni revisado por los jueces y juezas de la Función Judicial ni por autoridad administrativa 
alguna, en ningún estado de las causas puestas a su conocimiento, sin perjuicio del control 
constitucional; 
 
d) Pro jurisdicción indígena.- En caso de duda entre la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción indígena, se preferirá esta última, de tal manera que se asegure su mayor autonomía y 
la menor intervención posible; y, 
 
e) Interpretación intercultural.- En el caso de la comparecencia de personas o 
colectividades indígenas, al momento de su actuación y decisión judiciales, interpretarán 
interculturalmente los derechos controvertidos en el litigio. En consecuencia, se procurará tomar 
elementos culturales relacionados con las costumbres, prácticas ancestrales, normas, 
procedimientos del derecho propio de los pueblos, nacionalidades, comunas y comunidades 
indígenas, con el fin de aplicar los derechos establecidos en la Constitución y los instrumentos 
internacionales. 
 
Además en el Código Orgánico de la Función Judicial se hace referencia a la competencia 
de los jueces ordinarios y autoridad indígena, en su Art. 345 se establece que las causas sometidas 
previamente a las autoridades indígenas no deben ser puestas en conocimiento de jueces ordinarios, 
pues “los jueces y juezas que conozcan de la existencia de un proceso sometido al conocimiento de 
las autoridades indígenas, declinarán su competencia, siempre que exista petición de la autoridad 
indígena (…) la jueza o el juez ordenarán el archivo de la causa y remitirá el proceso a la 
jurisdicción indígena”. 
 
Son también  base para la administración de justicia indígena, El Convenio 169 de la OIT 
(Organización Internacional Del Trabajo), que garantiza el reconocimiento de los métodos de 
control propios de las comunidades indígenas, siempre y cuando no se vulneren derechos 
fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni los derechos humanos 





El Art. 8, numeral 1, establece que al aplicar la legislación nacional a los pueblos 
interesados, deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho 
consuetudinario. El numeral 2 del mismo artículo manifiesta que dichos pueblos deberán tener el 
derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que estas no sean 
incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional no con los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos. Este Convenio señala que deberán establecerse 
procedimientos para solucionar conflictos que puedan surgir entre el derecho consuetudinario y los 
derechos humanos. 
 
La ratificación de este Convenio significa que los Estados firmantes admiten “el 
pluralismo jurídico interno” bajo el techo constitucional, al respetar formas de control y 
producción jurídica emitidas por instancias sociales (pueblos indígenas) distintas a las instituciones 
estatales (organismo o poder judicial, etc.). 
 
El Convenio 169 de la OIT no reduce el reconocimiento del derecho consuetudinario a los 
“casos civiles”, sino que expresamente dice que “deberán respetarse los métodos a los que los 
pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus 
miembros, con lo cual tampoco el Convenio 169 pone un límite material al derecho 
consuetudinario”. 
 
Para finalizar hay que anotar que la Constitución ecuatoriana reconoce tres principios 
relevantes de la justicia indígena: 
 
a) LA NORMATIVIDAD: que hace referencia a las normas y procedimientos, las 
costumbres o directamente al derecho consuetudinario en que se basa la justicia indígena. Este 
reconocimiento a la administración de justicia indígena incluye las normas vigentes de los pueblos 
indígenas y su potestad normativa específica con su competencia para producir normas (crearlas, 
modificarlas) a fin de regular su vida social y organizar el orden público interno de cada 
comunidad. 
 
b) LA INSTITUCIONALIDAD: mediante la cual se reconoce a las diferentes autoridades 
indígenas, lo cual incluye sus sistemas institucionales y los diferentes procesos de constitución o 
designación de autoridades. 
 
c) LA JURISDICCIÓN: se reconoce funciones jurisdiccionales, de justicia o de 




indígenas la vigencia plena de su sistema legal o derecho, con sus propias normas, autoridades y 
procedimientos. Se reconoce tanto al órgano indígena que aplica el derecho, como al derecho 





















JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES DE 
COMUNIDADES, PUEBLOS Y NACIONALIDADES INDÍGENAS PARA  
ADMINISTRAR JUSTICIA Y RESOLVER CONFLICTOS INTERNOS EN EL 
ECUADOR. 
  
3.1     Conceptualización de jurisdicción y competencia   
 
El término jurisdicción proviene de juris dictio30 que significa decir el Derecho, término 
tiene varios significados en los países latinoamericanos, ya que se puede definir a la jurisdicción 
dentro del ámbito territorial, como función, como competencia y como poder, y cada una de estas  
evaluaciones tiene definiciones diferentes  que van interrelacionadas.  
 
Así, la jurisdicción en el ámbito territorial hace relación a su extensión geográfica que 
limita su poder y deber de actuar, límites mediante los cuales el Estado ejerce sus funciones, sean 
estos órganos judiciales o administrativos, sin embargo todo juez tiene jurisdicción pero no todo 
juez tiene competencia.  
 
La competencia es un fragmento de la jurisdicción, “es la medida dentro de la cual la 
referida potestad está distribuida entre los diversos tribunales y juzgados, por razón del territorio, 
de las cosas, de las personas y de los grados”31, es decir que es la facultad de actuar bajo una 
jurisdicción y con competencia atribuida por las Leyes. 
 
La jurisdicción como poder está atribuida al Estado, quien tiene el poder y el deber que es 
otorgado por la Constitución, para hacer respetar los derechos a través de una administración de 
justicia, para esto se vale de la Función Judicial que se encarga de juzgar y ejecutar lo juzgado, es 
decir que ejerce la administración de la justicia.  
 
La jurisdicción en la República del Ecuador se encuentra determinada en la Constitución, el 
Código Orgánico de la Función Judicial y el Código de Procedimiento Civil, ésta viene a ser la 
potestad pública que es atribuida al Estado para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, potestad que 
corresponde a las jueces y juezas establecidos por la Constitución y las Leyes, y que se ejerce 
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según las reglas de la competencia. Cabe mencionar que la potestad de administrar justicia 
proviene del pueblo soberano y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y por los demás 
órganos y funciones establecido en la Constitución.  
 
Sin embargo, el estado ecuatoriano atribuye la jurisdicción como potestad de administrar 
justicia a las autoridades indígenas dentro sus territorios, es decir que éstas autoridades y sus 
instituciones propias tienen la potestad para administrar justicia dentro de sus territorios, 
observando el derecho del debido proceso que garantiza la protección de los derechos 
fundamentales de los individuos. 
 
3.2 Diferencias entre justicia indígena y la justicia ordinaria  
 
3.2.1  Órganos de administración de justicia ordinaria  
 
 
La potestad de administrar justicia en el Ecuador es atribuida a los órganos de la Función 
Judicial establecidos en la Constitución de la República del Ecuador
32
 y en el Código Orgánico de 
la Función Judicial
33
, los cuales tienen jurisdicción y competencia propia que se encuentran 
distribuidos en todo el territorio nacional. Los órganos de la Función Judicial son las únicas 
instituciones investidas de la potestad jurisdiccional en la justicia ordinaria, ésta es la potestad 
jurisdiccional que tiene el Estado para administrar justicia, ya que logra  la sujeción de todas las 
personas en fin de preservar el orden social. También es deber del Estado permitir que los 
individuos acudan  a él a requerir su servicio público, y éste tiene el deber de proporcionarlo, sin 
dejar de lado la independencia de la Función Judicial con relación a las partes involucradas en el 
conflicto y con relación a las otras funciones del Estado.  
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Sin embargo, la Constitución de la República del Ecuador de 2008 reconoce al Estado 
como un país intercultural y pluricultural, es decir que el Estado reconoce las diferentes culturas, 
diferentes formas de vida, de organización social y de diferentes formas de administración de la 
justicia. Debido a lo cual dentro de la aplicación de la justicia se otorga constitucionalmente 
jurisdicción territorial a las autoridades indígenas, para que tengan la potestad de administrar 
justicia basada en sus costumbres y procedimientos propios dentro de sus territorios.  
 
Dentro de este sistema de administración de justicia los pueblos y nacionalidades han 
reconocido a la Asamblea General34 como el máximo organismo de administración de justicia, que 
es dirigida por las autoridades indígenas con potestad de administrar justicia y aplicar su derecho 
propio, el de los pueblos y nacionalidades indígenas.  
 
3.3.  Competencia de las autoridades para administrar justicia  
 
 
En el Ecuador la Función Judicial, es el órgano conferido del poder jurisdiccional que 
administra justicia operando a través de los diferentes juzgados, salas, tribunales ordinarios y 
especializados que administran justicia, a cada uno de estos órganos se delega la competencia en 
razón de las personas,  de la materia, del territorio y de los grados
35
. Cada órgano de la Función 
Judicial tiene competencia y jurisdicción diferente entre ellos, así se materializa la jurisdicción y 
limita la actuación de los jueces dentro de una jurisdicción.   
 
En la jurisdicción especial indígena la competencia de conocer un conflicto interno está 
dada en base a la jurisdicción territorial, conflictos internos y las personas de los pueblos y 
nacionalidades indígenas
36
. Las autoridades indígenas adquieren competencia para precisar un 
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asunto que afecta el bienestar de la comunidad cuando es un factor personal, es decir que la persona 
que va a ser juzgada pertenezca a la comunidad indígena, y cuando es un factor es el territorial, el 
hecho que se va a juzgar debe tener lugar dentro de la comunidad indígena. Para que opere la 
jurisdicción indígena es necesario que la conducta puesta a su conocimiento sea conducida desde 
un ámbito cultural y en los conflictos internos.  
 
3.3.1. La competencia en razón a la persona  
 
La competencia otorgada a los jueces para conocer un caso específico parte del domicilio 
del demandado, el Código Orgánico de la Función Judicial estipula que todas las persona sean 
naturales o jurídicas que sean demandadas ante jueces o juezas diferentes al de su domicilio son 
vulnerados sus derechos y pueden pedir la nulidad del proceso. Se ha definido al domicilio como la 
residencia, acompañada, real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en ella, que debe ser 
diferenciado con la residencia o el lugar de trabajo de una persona, que permanece sin ánimo de 
vivir en ella. Según el debido proceso, todas las personas tienen el derecho de ser juzgados por el 
juez natural. En la justicia ordinaria todas las personas sean nacionales o extranjeras se encuentran 
sometidas, en principio, al juez de su domicilio a excepción de los casos particulares que pueden 
darse, y en relación a los bienes en el lugar donde se encuentren situadas. 
 
Dentro de la jurisdicción indígena el domicilio de las personas miembros de los pueblos y 
nacionalidades indígenas es el territorio comunitario, ya permanecen en ella y es el lugar donde 
tienen todo su desarrollo cultural. Las autoridades competentes para conocer un conflicto interno es 




3.3.2.   La competencia en razón del territorio  
 
 
La competencia en razón al territorio se da por razones geográficas, cada fracción territorial 
existe un órgano judicial con competencia exclusivamente en el territorio comprendido dentro de 
los límites provinciales, cantonales o parroquiales, por eso el orden judicial se divide en cortes, 
tribunales y juzgados para lograr eficiencia en el aparato judicial
38
. Según el Código Orgánico de la 
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Función Judicial existen órganos que tienen competencia local y órganos que tienen competencia 
nacional. Tiene competencia nacional la Corte Nacional de Justicia y competencia local las Cortes 
Provinciales de Justicia. Además, tienen competencia cantonal o parroquial los jueces establecidos 
por ley y con competencia comunitaria los jueces de paz.  
 
 
Dentro de la jurisdicción especial indígena la competencia de las autoridades indígenas en 
razón del territorio se extiende a todo su ámbito territorial, es decir a la extensión territorial que 
tienen los pueblos y nacionalidades indígenas. Las autoridades indígenas autoridades que 
administran justicia tienen el mismo poder y deber que las autoridades judiciales, pues cumplen 
con todas las garantías constitucionales dentro de la aplicación de la justicia. 
 
3.4   Normativa del proceso de justicia indígena en conflictos comunales  
 
3.4.1  Jurisdicción especial indígena  
 
 
Los pueblos indígenas son colectividades originarias conformadas por comunidades con 
identidades culturales e históricas propias, tienen sus sistemas propios de organización social, 
económica, política y sistemas jurídicos; mientras que por nacionalidades indígenas se entiende a 
las colectividades milenarias anteriores a la existencia del Estado, que viven en un territorio 
determinado, tienen una identidad histórica, idioma, cultura, sus instituciones propias como es la 
organización social, económica, política, jurídicas y el ejercicio de autoridad propia. Es decir, que  
los pueblos originarios y las nacionalidades milenarias son colectividades, quienes conforman estos 
grupos son personas que tienen una identidad cultural única. Estas características no les permiten 
incluirse en un sistema de justicia ajena al suyo, tampoco excluirse de su propio sistema de 
administración de justicia como base de su cultura.  
 
 
Es estado ecuatoriano garantiza la aplicabilidad efectiva de la justicia indígena, en el Art. 
171 se estipula que  las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas 
ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, 
para la solución de sus conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los 
derechos humanos; ésta aplicación del derecho  será respetada por las instituciones y autoridades 
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públicas. De igual manera las autoridades indígenas a través de sus propias instituciones, 
procedimientos, normas y derecho propio, tendrán el poder y el deber de administrar justicia dentro 
de su jurisdicción.  
 
3.4.2 Autoridades de los pueblos y nacionalidades indígenas  
 
Debido a las disposiciones constitucionales las autoridades
39
 de los pueblos y 
nacionalidades indígenas ejercerán la función jurisdiccional únicamente cuando las infracciones 
sean cometidas en territorios indígenas, y por norma general, por personas indígenas pertenecientes 
a los pueblos y nacionalidades indígenas. Sin embargo, si estos actos son cometidos en jurisdicción 
ordinaria son sometidos a la justicia ordinaria, bajo los procedimientos, normas y sanciones 
establecidas en la Ley; por lo tanto, los únicos sujetos de derecho en este sistema de justicia, son las 
personas naturales pertenecientes a los pueblos y nacionalidades indígenas.  
 
Las actuaciones de las autoridades indígenas son legítimas porque se basan en su 
costumbre para la aplicación de la justicia indígena y mantienen el respeto al derecho del debido 
proceso que garantiza la ejerció pleno de los derechos fundamentales de los individuos. Lo que 
implica el cumplimiento de reglas acorde con la especificidad de la organización social, política y 
jurídica de la comunidad. Además, el derecho de las comunidades indígenas, como cualquier 
sistema jurídico, es dinámico.  
 
El juez natural de los pueblos y nacionalidades indígenas es el cabildo, el cual tiene 
competencia para conocer todos los conflictos internos, y actúa bajo las normas y costumbres de 
cada pueblo y nacionalidad. 
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3.4.2.1 El cabildo  
 
 
 Es la máxima autoridad de la comunidad, pueblo o nacionalidad que es electo mediante 
Asamblea General, tienen esta denominación a partir de la expedición de la ley de organización y 
régimen de las comunas, en la que manifiesta que el órgano oficial y representativo de la comuna 
es el cabildo, conformado por el presidente, vicepresidente, tesorero, síndico y secretario. Estos 
gozan de respeto y confianza de la organización. Así; el cabildo comunitario además de presidir el 
ejercicio de la justicia lleva la administración de la comunidad. También está el cabildo provincial, 
que es la máxima autoridad de las organizaciones de segundo grado, organizaciones que agrupan 
dos o más comunidades dentro de una misma provincia. 
 
3.4.2.2   Padrinos/Padre de familia  
 
 
Los padrinos son autoridades que se encargan de solucionar todo tipo de conflicto dentro 
de la familia, tienen el respeto colectivo. Los padres les entregan el poder de autoridad sobre sus 
hijos e hijas, la misma dinámica se da en el matrimonio pues las parejas entregan a los padrinos y 
padre de familia el poder de autoridad para solucionar los posibles problemas que se puedan 
presentar durante la vida matrimonial.  
 
Estas autoridades indígenas no se rigen por reglamentos, estatutos ni resoluciones sino que 
actúan inmediatamente cuando conocen el problema, y sus actuaciones son acatadas por las parejas 
y por toda la familia.  
 
3.4.2. 3 Abuelos/Curakas  
 
Son autoridades indígenas que no son electas por la Asamblea General, ni se rigen bajo los 
reglamentos ni los estatutos, sino que son personas respetadas por su poder y sabiduría que poseen 
sobre temas de medicina ancestral. Son las personas más ancianas de la comunidad, su autoridad se 
extingue con su muerte y no se transmite a sus descendientes. 
  
3.4.3 Competencia de las autoridades indígenas  
 
3.4.3.1  En razón a la materia  
 
La competencia en razón de la materia tiene que ser aplicada a los conflictos internos, que 




inquilinato y administrativo. Las autoridades de los pueblos indígenas aplicarán normas y 
procedimientos propios de su cultura para la solución de sus conflictos internos; sin embargo, en la 
cosmovisión indígena existe una interrelación entre cosmos, naturaleza y sociedad, que no pueden 
analizarse separadamente, ésta interrelación no permite que se vea a los conflictos desde su 
individualidad, sino que el conflicto es uno solo y a la vez es producto de un complemento, por ello 
la divisibilidad por áreas del derecho no existe dentro de la justicia indígena.  
 
El conflicto interno tiene connotaciones diferentes dependiendo de la cultura de cada 
pueblo o nacionalidad. Viene a ser todo acto que desequilibra la paz, la armonía y la tranquilidad 
de un colectivo o de una comunidad. 
 
Los conflictos internos pueden ser familiares, que son los más comunes y hacen referencia 
a chismes, injurias, calumnias, peleas entre familiares, celos, divorcios, desobediencia de los hijos 
hacia los padres, alcoholismo de los padres, entre otros; violencia intrafamiliar, que se produce por 
maltrato físico, psicológico o sexual, que es ejecutado por un miembro de la familia en contra de la 
mujer o cualquier miembro del núcleo familiar; conflictos patrimoniales, que se dan por mala 
repartición de herencias, problemas de límites territoriales, invasiones entre socios o de 
comunidades vecinas, incumplimiento de deudas con la comunidad, destrucción de bienes muebles 
o inmuebles de la comunidad, etc.; conflictos organizativos-administrativos, que se dan por el 
incumplimiento de actividades asignadas a los miembros de la comunidad, por incumplimiento de 
los deberes como autoridad de la comunidad, pueblo o nacionalidad, por incumplimiento de reglas 
establecidas en la comunidad, etc.; conflictos penales, los cuales no hacen referencia a una 
infracción a la ley de un Estado, sino que dentro de sus estatutos son susceptibles de pena y 
sanción; así por ejemplo, el robo de animales domésticos y de bienes muebles, intentos de 
homicidio, robos en la comunidad. Sin embargo, los delitos tipificados en el código penal y que es 
de interés público del Estado deben ser conocidos por la autoridad estatal, como los daños 
ambientales, homicidios, asesinatos, violaciones, entre otros.  
 
3.4.3.2  En razón a la persona  
 
La competencia en razón a la persona se da al aplicar la justicia indígena a los miembros de 
un grupo o colectivo, sean estos pueblos o nacionalidades, por ser personas que comparten una 
tradición, identidad, homogeneidad cultural, unidad lingüística, afinidad religiosa e ideológica, 
unidad territorial y un sistema económico propio. Ya que los derechos indígenas están destinados a 
la regulación ordinaria de la vida social y la vida interna de los pueblos indígenas, sus comunidades 




conocerán casos en la que estén involucrados miembros de una comunidad indígena y que estos se 
cometan en jurisdicción territorial indígena, es decir que no tendrán competencia sobre infracciones 
cometidas por individuos que no sean miembros de la comunidad, que pertenezca a otro pueblo o 
nacionalidad indígena. Por lo tanto, deben quedar excluidos de esta jurisdicción quienes sean 
ajenos a las comunidades, sean indígenas de otras comunidades o que no pertenezcan a ninguna, 
afro ecuatorianos o mestizos. 
 
3.4.3.3 En razón al grado  
 
La competencia en razón al grado no se aplica en conflictos internos de las comunidades 
Pueblos o Nacionalidades, ya que por cultura todas las autoridades indígenas tienen el mismo grado 
jerárquico, su accionar es acorde a los tipos de conflictos por ejemplo, cuando se afecte el interés 
colectivo de la comunidad actúa el cabildo y el Curaka, y si el conflicto surge entre comunidades, 
pueblos y nacionalidades indígenas, actúan los cabildos provinciales, regionales o nacionales.  
 
3.4.3.4   En razón al territorio  
 
Como se explicó anteriormente, el territorio es el lugar donde se desarrolla la cultura, leyes, 
formas de organización y economía propia, comprende la superficie de la tierra y el subsuelo, es 
decir, que es el espacio físico de la naturaleza que se encuentra bajo la influencia el control político 
de un pueblo. Y la tierra, como una porción dentro de ese espacio que puede ser apropiado por los 
miembros del colectivo cultural, y que constituye un reconocimiento del derecho propietario de las 
comunidades a más de permitir el ejercicio de las facultades jurisdiccionales de las autoridades 
indígenas políticas comunales, como órganos colectivos, sobre los miembros de esos territorios; 
constituyen el ámbito tradicional de sus actividades sociales, económicas y culturales, porque son 
áreas tenidas en forma regular y permanente por un pueblo indígena.  
 
Por ello la competencia en razón del territorio es aplicable en la administración de justicia 
indígena y la Constitución lo garantiza en su artículo 171, pues  estipula que las autoridades 
indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho 
propio, dentro de sus territorios.  
 
3.4.4   Instituciones indígenas y el respeto al debido proceso  
 
 
La Asamblea General es considerada como el órgano oficial y representativo de la comuna, 




Síndico), los cuales tienen la potestad de administrar justicia dentro de su jurisdicción territorial, 
para la solución de sus conflictos internos basados en las normas y procedimientos propios de cada 
cultura. Éste órgano oficial y representativo se conforma sobre las bases legales de  la ley de 
comunas y por el reglamento de constitución de pueblos y nacionalidades expedido por el 
CODENPE. 
 
Las normas y procedimientos de la Asamblea General se han mantenido 
consuetudinariamente, el derecho consuetudinario es  un derecho dinámico y los procedimientos 
están sujetos a cambios que dependen de la particularidad del caso, su aplicación se ha dado en 
forma oral e inmediata, pero las resoluciones y las actuaciones de las autoridades indígenas son 
recogidas en actas, las sanciones a los diferentes conflictos se enuncian en resoluciones internas, 
reglamentos y estatutos de la comunidad. Por ello, el respeto al debido proceso se da desde la 
cosmovisión de la cultura de cada comunidad. El respeto al debido proceso por parte de las 
autoridades quienes administran justicia está garantizado en la Constitución, en todo proceso se 
respetara los derechos de las partes y todas las obligaciones de las autoridades judiciales deben 
acatarse de buena fe. Las autoridades judiciales tienen la obligación de garantizar el cumplimiento 
de las normas. No puede culparse por un acto que no esté tipificado. Se debe presumir su inocencia 
hasta que una sentencia lo demuestre lo contrario. No se debe imponer una sanción fuera de los 
límites legales o que no consten en las leyes
40
.  
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 CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR. Art.76. En todo proceso en el que se 
determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas: 1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar 
el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes; 2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y 
será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia 
ejecutoriada; 3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, 
no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará una 
sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad 
competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento; 4. Las pruebas obtenidas o actuadas 
con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria; 5. En 
caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones diferentes para un mismo 
hecho, se aplicará la menos rigurosa, aún cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de 
duda sobre una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona 
infractora; 6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza; 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías: a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento; b) 
Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa; c) Ser escuchado en el 
momento oportuno y en igualdad de condiciones; d) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones 
previstas por la ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento; e) 
Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía General del Estado, por una 
autoridad policial o por cualquier otra, sin la presencia de un abogado particular o un defensor público, ni 
fuera de los recintos autorizados para el efecto; f) Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento; g) En 
procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada (o) de su elección o por defensora o defensor público; 
no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada con su defensora o defensor; h) Presentar 
de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las 




El derecho a la defensa debe ser respetado por la autoridad judicial. El imputado debe ser 
escuchado en su propia lengua materna en igualdad de condiciones y debe ser interrogado en 
presencia de un abogado defensor, se debe informar detalladamente sobre los motivos de su 
detención. Nadie puede ser juzgado dos veces por la misma causa y materia. No puede ser juzgado 
en la justicia indígena y en la justicia ordinaria por la misma causa. Los derechos que conforman el 
debido proceso son irrenunciables y por lo tanto fundamentales para el ser humano. Cuando se 
sobrepasan estos derechos fundamentales, las penas aplicadas se  consideran como torturas, es 
decir una violación a los derechos humanos.  
 
 
La administración de justicia indígena para garantizar el debido proceso y llegar a la 
solución de los conflictos, ejecuta el siguiente procedimiento
41
 en materia de derecho: 
WILLACHINA (avisar al implicado/a acerca de la demanda), TAPUYKUNA (investigación del 
conflicto), CHIMBAPURANA (confrontación entre las partes, acusado y acusador), 
KILLPICHIRINA (imposición de la sanción) y la PAKTACHINA (ejecución de la sanción). 
 
3.5 Casos prácticos de ajusticiamiento y de administración indígena 
 
3.5.1 Caso La Cocha
42
  
                                                                                                                                                                                        
de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser 
considerados para este efecto; j) Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante 
la jueza, juez o autoridad, y a responder al interrogatorio respectivo; k) Ser juzgado por una jueza o juez 
independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones 
especiales creadas para el efecto; l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No 
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 
explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o 
fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras o servidores 
responsables serán sancionados; m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se 
decida sobre sus derechos.  
 
41
 El procedimiento se inicia con la denuncia, luego la investigación, la resolución, el correctivo y no 
concluye sino holísticamente continúa con el seguimiento. Recordemos que la visión indígena al menos en la 
región andina su concepción es en forma de churucu, caracol o espiral, dialéctico. Pérez G. Carlos. (2010). 
Justicia Indígena. Cuenca: CONAIE,  ECUARUNARI, Universidad de Cuenca. p. 245.   
42
 Texto basado en la investigación de Raúl Illaquiche.  Administración de justicia indígena: estudio de 
caso:Reclamo de competencia a favor de una autoridad indígena.  
El día domingo 31 de diciembre del 2000, a eso de las 21h00 aproximadamente, el hoy occiso CÉSAR 
HUMBERTO UMAJINGA CUCHIPARTE había concurrido hasta el domicilio de su conviviente MARÍA 
JUANA LATACUNGA CHIGUANO, ubicado en la Parroquia Zumbahua, comuna Ponce Quilotoa, lugar en 
que había procedido a patear la puerta de dicho inmueble y con palabras soeces reclamar las acciones 
negativas de María Juana; pero como el ciudadano JORGE CHALUISA HERRERA se encontraba en el 




Raúl Illaquiche, en su texto  Administración de justicia indígena: estudio de 
caso:"Reclamo de competencia a favor de una autoridad indígena”, da un ejemplo de cómo los 
conflictos internos continúan dirigiéndose hacia el ámbito ordinario, porque aún son un problema 
de competencia entre autoridades de la jurisdicción ordinaria y las autoridades indígenas. Esto sería 
una muestra del enfrentamiento entre dos grupos de sociedades (indígena y mestiza) enfrentadas en 
cuanto a las relaciones de poder y en los ordenamientos jurídicos. 
 
Illaquiche, toma como ejemplo práctico el homicidio suscitado en una comunidad indígena 
de la provincia de Cotopaxi: En la comunidad LA COCHA, Sector El Ponce, de la Parroquia 
Zumbahua, Cantón Pujilí, Provincia de Cotopaxi, con fecha 31 de diciembre del 2000, a eso de las 
21h00, se perpetra un asesinato en la persona de CÉSAR HUMBERTO UMAJINGA 
CUCHIPARTE, cometido por el comunero JORGE CHALUISA HERRERA Y SU CONVIVIENTE.   
 
De este ejemplo Illaquiche puede concluir que la administración de la justicia indígena, 
garantizada en aquel entonces en la Constitución de 1998, donde se dice que legal y 
                                                                                                                                                                                        
cual Jorge Chaluisa había utilizado un cuchillo con el que había causado tres heridas en la humanidad de 
César Humberto Umajinga Cuchiparte, producto de lo cual el occiso había quedado sentado sangrando en la 
puerta del domicilio. Al ver esto, Jorge Chaluisa Herrera y María Juana Latacunga Chiguano, deciden huir 
del lugar yéndose por la vía Sigchos hacia la ciudad de Quito. Como al día siguiente a las 06h00, la hija de 
María Juana Latacunga de nombre Florinda Ante, localiza el cadáver a unos 200 m aproximadamente de su 
domicilio, da aviso a moradores del sector y los familiares del occiso presentan la denuncia respectiva ante el 
Sr. Teniente Político de Zumbahua quien a su vez emite las respectivas órdenes de detención y con éstas en la 
ciudad de Quito proceder a capturarlos con la ayuda de la policía. En las declaraciones receptadas a la 
detenida María Juana Latacunga manifiesta que mientras viajaban a la ciudad de Quito, ella le preguntó a su 
conviviente Jorge Chaluisa Herrera qué había pasado, contestándole que César Umajinga había tenido un 
cuchillo el cual le había quitado y con el mismo le había regresado. Y que en la ciudad de Quito se enteró de 
su fallecimiento por parte de Zoila Latacunga. Mientras Jorge Chaluisa en sus declaraciones indica que 
efectivamente tuvo una pelea con el occiso al cual logró quitarle un cuchillo. 
Con estos antecedentes, el Juzgado Tercero de lo penal de Cotopaxi avoca conocimiento de la causa y levanta 
el auto cabeza de proceso de los involucrados en este conflicto. 
Como hemos visto en el resumen de los hechos, las autoridades judiciales ordinarias llevan el caso, sin que 
nadie diga algo, ni tienen intenciones de inhibirse a favor de las autoridades indígenas. Esto nos lleva a 
determinar que las autoridades ordinarias desconocen las normas constitucionales y su aplicabilidad en casos 
como estos. El proceso ha seguido y sigue hasta la fecha de acuerdo a las normas del procedimiento penal y 
los detenidos siguen en el Centro de Rehabilitación Social de la ciudad de Latacunga, sin que se respete su 
condición de indígenas, ni las disposiciones del Convenio 169, que establece que en la aplicación de las leyes 
ordinarias deben tomar en consideración esta condición particular y aplicar sanciones distintas a las 
establecidas en las leyes penales. 
Por esto, considero que las autoridades indígenas, con el fin de hacer respetar los derechos de las 
colectividades, deberían actuar a través del reclamo de competencia, tendiente a lograr que este caso sea 





constitucionalmente se establecen funciones de acuerdo con las normas y procedimientos existentes 
entre los distintos pueblos indígenas, que la competencia en el caso de estudio se arguye en un 
choque de visiones con la sociedad mayoritaria del Ecuador.  
 
Las  colectividades indígenas deben tener como objetivo central el que se reconozca y 
respete, en los hechos, sus acciones y formas de vida particulares. Las autoridades judiciales con la 
acción de competencia planteada, deben hacer prevalecer las normas constitucionales y las 
disposiciones del Convenio 169 de la OIT por encima de cualquier norma secundaria; vale decir, 
debe prevalecer el derecho, la capacidad de un pueblo y de la comunidad indígena de Cotopaxi. 
 
Aunque en este caso se procuró que la comunidad de la Cocha, de manera interna, tenga 
mayor autonomía. Al parecer, el derecho propio se debilita cada vez más, y aún más, cuando, 
muchas veces los propios indígenas acuden a la justicia ordinaria, ya que a decir del investigador, 
la debilidad del sistema jurídico propio es el desconocimiento, el quemeimportismo, la falta de 
conciencia respecto a los derechos de los pueblos indígenas y sobre todo de las disposiciones de la 
Constitución Art. 191, o por las influencias del sistema jurídico positivo. De no tenerse en cuenta 
estas observaciones el sistema jurídico interno sería insuficiente, sin un ordenamiento adecuado 
donde las autoridades indígenas no sean socavadas en su capacidad de ejercer, aplicar e impartir 
justicia. 
 
3.5.2 Caso Atápulo43 
 
Este caso está basado en el Acta de Resolución, presentada a la Asamblea General de la 
comunidad Salamala Atápulo y otras aledañas, ante unas 6 mil personas y aprobada por 
unanimidad el 9 de mayo de 2012; y, en la denuncia presentada ante la Fiscalía Provincial de 
Cotopaxi, ubicada en la ciudad de Latacunga por María Bertha Anguisaca Chicaiza, debido al 
presunto delito de Plagio y Extorsión dado el lunes 7 de mayo de 2012, en contra de Alajo 
Caillagua María Targelia, Ashca María Dionicia, Cocha Ashca Espíritu, Cofre Llumitásig Blanca 
María, Cofre Llumitásig José Luís, Guaoluisa Guanoluisa José Miguel, Llumitásig Cocha Silvia, 
Llumitásig José Antonio, Llumitásig Logro José Rafael. Y en el Juicio por Desestimación 
solicitado el 14 de febrero de 2013 por el Dr. Jaime Olivo Pallo, Fiscal de Asuntos Indígenas de 
Cotopaxi para que la denuncia presentada por María Bertha Angaluisa Chicaiza, sea archivada.  
 
                                                             
43 Texto basado en el caso Atápulo, dado en la comunidad del mismo nombre, perteneciente al cantón 




Antecedentes: cuentan los comuneros en el Acta de Resolución del 9 de mayo de 2012, 
que el conflicto inició con la desaparición de la joven Silvia Lliumitásig Cocha, en el año 2008. Y 
de dicha desaparición presuntamente María Bertha Anguisaca Chicaiza, habría tenido 
conocimiento. Según José Rafael Llumitásig, padre de Silvia, la mencionada señora habría 
confirmado que conocía indicios del paradero de la joven, pero al confrontarla en la Organización 
Jatarishun (Unión de Organizaciones Indígenas de Saquisilí) negó sus aseveraciones.  
 
“En una fiesta es cuando la señora Bertha Anguisaca por sí sola a mi esposa le ha dicho que 
yo se donde está su hija, el señor Patricio Caillagua es la persona que tiene a su hija, mejor  
cójanle a Patricio Caillagua y lleven a la comunidad para que declare sobre mi hija y solo 
en ese momento voy a presentarme a declarar en la comunidad, al siguiente día yo con mi 
esposa cogimos a la señora Bertha Anguisaca de una manera respetuosa y le preguntamos 
para asegurar que es verdad, en ese momento ella nos llevo a su vehículo a dos cuadras de 
la parroquia Cochapamba y le dije por favor tú has dicho a mi esposa donde está mi hija y 
manifestó si yo he dicho tengo fotos de su hija por que yo le saque de la chompa de Patricio 
Caillagua, pero no se el lugar exacto de su hija pero el único que puede dar respuesta es el 
Patricio Caillagua, por eso cójanle a él, luego le cogimos al señor Patricio Caillagua y le 
dijimos que nos avise sobre el paradero de mi hija, en la que en ese momento negó todo, es 
cuando la familia de Patricio Caillagua nos pide de favor que arreglemos en la 
organización JATARISHUN del cantón Saquisilí, enseguida le hicimos acercar a la 
Organización Jatarishun a la señora Bertha Anguisaca y en ese momento cambió de idea 
y nos sale mintiendo y diciendo que yo no me acuerdo esa palabra he dicho de borracha 
porque la mama de Silvia me preguntó”44. 
 
Luego de estos acontecimientos José Rafael Lumitásig, pone una denuncia por la desaparición de 
su hija en la Fiscalía de Pichincha, en la ciudad de Quito, desde la cual transcurre un año. Al 
parecer Bertha Anguisaca, hace contacto con un tío de la joven desaparecida e insiste en que Patricio 
Caillagua la tiene en su poder. Posteriormente Bertha Anguisaca tiene un conflicto
45
 con su nuera Blanca 
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 Ampliación de la versión de investigada. Comparece el señor José Rafael  Llumitásig Logro. Expediente 
Nº 60-2012. Fiscalía General del Estado. Fiscalía Provincial de Cotopaxi. Jueves 23 de agosto de 2012. 
45  “Estuve trasladando en una camioneta a mi casa de mis padres, en el trayecto del camino, justo en la curva 
del tejar había estado tras de nosotros un vehículo de color concho de vino, y, repentinamente nos cruzó, ahí 
pude ver que era mi suegra Bertha y conducido por mi esposo Fausto Ninasunta, ahí yo ya me preocupé y al 
chofer le dije que ha sido mi suegra ponga el seguro de la puerta, mientras el Fausto se bajó del carro y se 
acercó a lado del chofer y le dijo al chofer que habra la puerta y no obedecimos nadies, al no abrir me dijo 
longa chugcha abre la puerta aquí si te mato, al lado del chofer había estado bajado el vidrio un poco, pudo 
abrir la puerta y luego abrió mi puerta donde estuve sentada, ahí agarramos los dos y caímos los dos en el 
piso, al levantar me dijo longa hija de puta voz no tienes vergüenza, has por tu hijo y me quitó a mi hijo yo le 
dejé para que marque a mi hijo y se quedó parado a mi lado, en eso salió del vehículo la señora Bertha jalado 
un llave de rueda, y empezó a insultarme diciendo arrecha, sucia por no hacer caso a mi hijo has estado 
yendo con el amante, yo con el miedo quise entrar al carro, antes de entrar al carro la señora Bertha me dio en 
la frente con la llave del carro seguidamente yo ya me caí al piso, y la Bertha ya empezó a pegarme 
pisoteando, luego pude quitar la llave, y ella había tenido la piedra debajo de la axila y me dio con la piedra, 
yo ya no pude defender ya que me encontraba tapada de sangre, en esos momentos llegaron los señores 
Alonso Vargas Guanoquiza y Luis Anibal Tocte, gracias a ellos no me matan, y el señor Luis Tocte me hiso 




María Cofre Llumitasig y ésta decide contar datos que podrían esclarecer el paradero de Silvia Llumitásig 
Cocha.  
“El señor Fausto Ninasunta y su madre Bertha Anguisaca, salieron a la ciudad de Quito 
aparentemente, luego me llamaron diciendo que van para Cuenca, me engañaron, no se habían ido 
a Cuenca, pasaron en Quito haciendo hechicerías y ahí es donde creo que mataron a la señorita 
Silvia Llumitásig, porque cuando regresó mi esposo nos fuimos a la chatarra por los sectores de 
Cotopaxi, al cruzar el bosque me dio miedo y le dije a mi marido que por aquí debe de haber 
ladrones y el me contestó claro que hay ladrones, cuando yo maté a una peladita vine a votar en 
este bosque, dijo que para nosotros no es necesario cementerio, pala ni azadón. Al otro día mi 
suegra Bertha Anguisaca me dijo en la conversa que me hizo: la pucta arrecha de la Silvia ha de 
haber pensado vivir tranquila quitando a mi Patricio, sin saber que ella primero iba a estar con la 
pierna abierta echada, entonces yo pienso que si no mataron tiene por ahí escondida o paralítica, 
sino mataron a ella mataron a alguien, esto es lo que motivó que los familiares de la Silvia 
Llumitásig y las comunidades se levantaron y detuvieron a la sra. Bertha Anguisaca y con su hijo 
Fausto”46. 
 
Debido a estas declaraciones el 7 de mayo de 2012 se detiene para investigaciones a María 
Bertha Anguisaca de 39 de edad, Fausto Ninasunta Anguisaca de 22 años de edad, Víctor 
Ninasunta Anguisaca de 19 años de edad y Lucrecia Anguisaca de 24 años de edad. Ellos son 
trasladados desde el centro del cantón Saquisilí hacia la comunidad Salamala Atápulo, por 
moradores y dirigentes de la misma. 
 
Resolución de conflictos internos: Luego de estos antecedentes y tras su respectivo 
conocimiento, la Asamblea General de la comunidad Salamala Atápulo, de las 14 comunidades 
vecinas agrupadas en la Organización Jatarishun, se reúne para la resolución de este conflicto y 
dictar su juzgamiento: “1.-Acoger la expulsión de la señora Bertha Anguisaca, de Chilla Pata 
Calera de donde ella es oriunda y el sector del Pactac, que donde ella residía, expulsión es tomada 
libre y voluntariamente en las asambleas de sus comunidades frente a la mala actuación de la 
señora Bertha Anguisaca, 2.- De la misma forma debo dejar en constancia de que las personas 
detenidas cancelaron la cantidad de 7 800 dólares de la siguiente manera: a) Tres mil dólares de 
                                                                                                                                                                                        
Latacunga, luego me fui al cuarto de arriendo de mi hermano Jasé Luis Cofre, ahí había llegado el señor 
Espíritu Cocha, quien me ha preguntado diciendo arriba tú has dicho a la Bertha que yo sé toda la verdad de 
la Silvia, ahí yo sin sentido había conversado todo lo sucedido de la Silvia que hiso la Bertha y el señor 
Espíritu Cocha había grabado, al tomar conocimiento ahí me dijeron que yo he comentado de la Bertha y que 
hay una grabación en un CD, ahí yo pensé que no más le diría, y solicité un CD para escuchar que lo que he 
dicho, ahí pude escuchar en la grabación he dicho toda la verdad, de ahí llegaron mis familiares”. Versión 
de la investigada. Comparece  la señora Blanca María Cofre Llumitásig. Fiscalía General del 
Estado. Fiscalía Provincial de Cotopaxi. Miércoles 25 de julio de 2012. 
46
 Acta de Resolución, presentada a la Asamblea General de la comunidad Salamala Atápulo y otras 
aledañas, ante unas 6 mil personas y aprobada por unanimidad el 9 de mayo de 2012. Recreación de las 




norte américa, con la finalidad resarcir daños causados a la señora Blanca Cofre Llumitásig, por 
haber producido 53 puntadas en la cabeza utilizando llaves de rueda de vehículo, b) 800 dólares por 
pensión alimenticia de los hijos del señor Fausto Ninasunta a favor de la señora Blanca Cofre 
Llumitásig, en este punto hay que hacer una aclaración se consideró la situación económica y la 
condición humana del señor Fausto Nunasunta el no contar con recursos económicos para cubrir 
más de 1 600 dólares y no mandar detenido, en cierta forma se abogó ante  la señora Blanca Cofre, 
la misma fue aceptado, finalmente se impuso una sanción económica de 4 000 dólares a la señora 
Bertha Anguisaca por toda la lista de problemas hechos por la señora Bertha y por faltar el respeto 
en su sector con agresiones físicas, psicológicas y hasta herirles casi de muerte a su propia nuera, 
las injurias calumniosas que hechas de diferentes formas, como la maleta de hechicería con 35 
nombres y otros objetos como huesos de muertos”47  
 
Intervención de la justicia ordinaria: en este caso, la justicia ordinaria tiene 
conocimiento de los hechos a partir de la denuncia que María Bertha Anguisaca Chicaiza, hace por 
el presunto delito de Plagio y Extorsión dado el lunes 7 de mayo de 2012, en contra de Alajo 
Caillagua María Targelia, Ashca María Dionicia, Cocha Ashca Espíritu, Cofre Llumitásig Blanca 
María, Cofre Llumitásig José Luís, Guaoluisa Guanoluisa José Miguel, Llumitásig Cocha Silvia, 
Llumitásig José Antonio, Llumitásig Logro José Rafael. Los acusa de aplicarle la justicia indígena, 
por lo que habría recibido severos maltratos físicos y psicológicos junto a sus hijos y hermana, y de 
descontarle sin su consentimiento dinero de su propiedad.   
 
“Nos empezaron a golpear con patadas y puñetes indicando que devuelva a la hija, de ahí a mi 
hijo Luis Victor y a mi, nos pasaron al camión azul, mientras que a Luis Fausto le pasaron al 
otro camión, para llevarnos a la comunidad Salamala Atápulo, una vez en la plaza hicieron 
subir al carro a un chancho blanco grandote, indicando que van hacerme violar, al no 
conseguir me bajan, es donde estos señores al igual que Espíritu Concha Asha conocido como 
“Oso”, me dice aquí tienes que declarar, devuélveme a mi sobrina, luego el “Oso” me lanza 
un puñete en la cabeza dejándome inconsciente, al despertarme me seguían pegando, me 
desvistieron y me metieron a un baño de la comuna, donde me botaban agua,  mierda de 
puerco, de perro, etc., así me tuvieron torturándome y encerrada en ese baño, mas o menos a 
las doce del día me sacaron de ahí, para llevarme a esta plaza donde procedieron a 
crucificarme en una cruz de madera y me ortigaron en los pies, llegaron los dirigentes de la 
comuna y se instaló la asamblea con más o menos unas mil personas, donde me insistían una y 
otra vez donde está Silvia Isolina Llumitásig Cocha, como no sabía nada les decía que soy 
inocente, al escucharme los dirigentes encabezados por el señor Antonio Llumitásig, me daban 
juete varias veces, siendo las 19h00 al ver que no decía nada, me desataron las sogas de la 
cruz con las que estaba crucificada de pies y manos y me hicieron bañar, con ortiga y juete,  y 
la gente decía esta no va a declarar ahora sí mátenle, entonces empezaron a pegarme 
brutalmente todos dejándome bien herida, luego me encerraron en una casa comunal, donde 
permanecí varias horas, así en la noche me sacaban y me torturaban, el otro día es decir el 
martes a eso de las 15h00 llegó a la plaza el señor Dr. Segundo Jami, para indicar a la 
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 Versión del investigado. Comparece el señor José Antonio  Llumitásig. Fiscalía General del Estado. 




asamblea que ya no me pegaran porque la chica Silvia Isolina está viva y se encontraba en la 
Policía Judicial de Latacunga (…) finalmente nos cobraron 8 mil dólares por nuestra libertad, 
este dinero le dimos cogiendo de la plata que íbamos a comprar el carro y le entregamos en 
manos de la señora secretaria de la Asamblea María Targelia Alajo”48. 
 
Siendo este caso de conocimiento de la justicia ordinaria, entra en una fase de 
investigación, por lo que José Antonio Llumitásig, en calidad de presidente de la Unión de 
Organizaciones Indígenas de Saquisilí (Jatarishun) pide la Declinación de la Competencia49 ante el 
Fiscal de Asuntos Indígenas de Cotopaxi, por ser un conflicto interno ya juzgado y que siguió el 
debido proceso dentro de la administración de justicia indígena, amparados en el Art. 171 de la 
Constitución de la República del Ecuador y respetando los derechos humanos en todo el proceso de 
investigación y juzgamiento. Dentro de las investigaciones que realizó la justicia ordinaria constan 
los exámenes médicos practicados por supuesta agresión física y psicológica a María Bertha 
Anguisaca Chicaiza, por la Dirección Nacional de Política Criminal del Sistema Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses de la Fiscalía General del Estado; donde consta que es un 
paciente ambulatorio bien orientada en tiempo y espacio, con estado emocional bajo y estado 
general estable, con dos cicatrices de excoriación de 2x0,3 cm en el ángulo externo de orbitas 
derecha e izquierda, alopecia traumática en región parietal anterior, y sin lesiones en el resto de 
órganos y miembros.  
 
Juicio por Desestimación y archivo de la denuncia: el Juicio por Desestimación es 
solicitado el 14 de febrero de 2013 por el Dr. Jaime Olivo Pallo, Fiscal de Asuntos Indígenas de 
Cotopaxi para que la denuncia presentada por María Bertha Angaluisa Chicaiza, sea archivada.  
 
Dentro de la argumentación jurídica dada por la resolución adoptada constan  que la 
resolución de la Asamblea de las comunidades indígenas ha sido ejecutada, por lo tanto ninguna 
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 Versión de la ofendida. Comparece la señora María Bertha Anguisaca Chicaiza. Fiscalía General del 
Estado. Fiscalía Provincial de Cotopaxi. 8 de junio de 2012. 
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 “En vista de que el conflicto ya ha sido conocido y juzgado por las catorce comunidades indígenas de la 
Jatarishun, de conformidad a lo que dispone el Art. 343 y 345 del Código Orgánico de la Función Judicial, 
conocedor que tenemos plena jurisdicción y competencia para conocer y juzgar este tipo de conflictos 
internos, concurro ante su autoridad a fin de que solicite al Juez de Garantías Penales de Cotopaxi de turno, a 
fin de que resuelva conforme a derecho nuestra petición de DECLINACIÓN DE COMPETENCIA para que 
el presente caso sea remitido a conocimiento y cumplimiento de sanciones por las autoridades indígenas de la 
Jurisdicción Indígena, no está demás informar que el caso ya ha sido conocido y declarado cosa juzgada por 
la jurisdicción indígena, mal podría ser investigado y juzgado nuevamente por la justicia ordinaria, de ser así 
estaríamos frente a un doble juzgamiento (…) En todo caso, las resoluciones y actuaciones de las 
comunidades indígenas, podrán ser revisadas y resueltas por la Corte Constitucional a pedido de cualquiera 
de las partes que no esté conforme con la actuación de la organización indígena”. Indagación Fiscal Nº 060-
2012. Pedido por José Antonio Llumitásig, en calidad de presidente de la Unión de Organizaciones Indígenas 




persona puede ser juzgada dos veces por el mismo hecho y materia, de lo contrario se convertiría 
en un aforismo jurídico que recoge un principio universal del Derecho Penal contenido en la 
Constitución de la República, el Código Procesal Penal y el Código Orgánico de la Función 
Judicial; además en éste código, en el Art. 344, literal c) dice que “Lo actuado por las autoridades 
de la justicia indígena no podrá ser juzgado ni revisado por los jueces y juezas de la Función 
Judicial ni por autoridad administrativa alguna, en ningún estado de las causas puestas a su 
conocimiento, sin perjuicio del control de constitucionalidad”. También se toman en cuenta el Art. 
171 del Código Político que faculta a las autoridades indígenas a administrar y ejercer justicia 
dentro de su jurisdicción y competencia, el Art. 34 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas que promueve las prácticas ancestrales en materia de justicia 
en conformidad con las normas internacionales de derechos humanos, el Art. 9 numeral 2 del 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) donde se tienen en cuenta las 
costumbres de los pueblos indígenas, y el Art 57 numerales 9 y 10 de la Constitución de la 
República que garantizan los derechos colectivos mediante la aplicabilidad de la justicia indígena 
de acuerdo con los acuerdos, pactos convenios y declaraciones internacionales de derechos 
humanos. 
 
“RESOLUCIÓN.- Por los fundamentos y del análisis realizado, este juzgado, en 
fundamento a lo dispuesto en el inciso segundo del Art.171 de la Constitución de la República, 38 
y 39 del Código Procesal Penal, acepta el pedido formulado por el representante de la Fiscalía 
General del Estado y en consecuencia, se da paso a la aplicación de la figura jurídica  de la 
Desestimación, por existir un obstáculo legal insubsanable para el desarrollo del proceso, en tal 
virtud se dispone el ARCHIVO DE LA DENUNCIA.- La denuncia no se la declara maliciosa o 
temeraria.- por ausencia del titular, actúe el Ab. Luis Quimbita Panchi, en calidad de secretario 
encargado de este despacho, tal como se desprende del oficio Nº. DPX/378/13, de 18 de febrero de 
2013.- Remítase el expediente junto con la presente resolución a su lugar de origen.- 
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE.- f).- DR. XAVIER TORRES VILLAGÓMEZ, JUEZ”50. 
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ANÁLISIS DE LA APLICACIÓN DE LA JUSTICIA INDÍGENA, EN EL 
ECUADOR 
  
4.1 Investigación sobre la jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas 
para administrar justicia y resolver conflictos internos 
 
4.1.1 Esquema de encuestas  
 
Se han aplicado 40 encuestas a estudiantes, profesionales del Derecho y líderes indígenas, a 
continuación su formato: 
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
 
ENCUESTA A ESTUDIANTES Y PROFESIONALES DEL DERECHO 
 
Tema de consulta: jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas para 




Centro de estudios: 
Título académico: 
 












2.- ¿La justicia indígena es igual a linchamiento o ajusticiamiento? 
 
 











3.- ¿Cuáles deberían ser los límites a tomar en cuenta en materia de derechos colectivos 
para la aplicación de la sanción en la justicia indígena? 
 
a.- Derechos humanos (….) 
b.- La jurisdicción (….) 











4.- ¿Cuáles considera usted que son los puntos de mayor tensión entre derechos humanos y  la 
justicia indígena? 
 
a.- Derecho a la vida (….) 
b.- Derecho a la libertad (….) 




d.- Derecho a la propiedad (….) 











5.- ¿Cuáles son los fundamentos legales de la administración de justicia indígena en el 
Ecuador? 
Marque con una X 
a.- Constitución del Ecuador de 2008, en su artículo 171 (….) 
b.- Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Registro Oficial el 9 de 
marzo del 2009, en los Arts. 7, 253, 345 y 374 (….) 
c.- El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del Trabajo), en el Art. 
8, numeral 1 y 2 (….) 
d.- Todas las anteriores (….) 
 











7.- ¿Jurisdicción es igual a competencia? 
 









8.- ¿En el Ecuador donde está determinada la Jurisdicción? 
Marque con una a X 
 
a.- En la Constitución, el Código Orgánico de la Función Judicial y el Código de 
Procedimiento Civil (….) 
b.- Función Judicial y El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del 
Trabajo) (….) 
 
9.- ¿Quién determina la Jurisdicción especial indígena? 
 
Marque con una a X 
 
a.- El Estado ecuatoriano (….) 
b.- La Constitución de la República del Ecuador de 2008  (….) 
c.- Función Judicial (…) 











11.-  Dentro del sistema de administración de justicia para los pueblos y nacionalidades, 
¿cuál es el máximo organismo de administración de  justicia? 
Marque con una X 
 
 
a.- Asamblea General (….) 
b.- El Cabildo (….) 
 
12.- ¿Cuáles son las competencias de las autoridades indígenas? 
 
Marque con una X  
 
a.- En razón a la materia (….) 
b.- En razón a la persona (….) 
c.- En razón al grado (….) 
d.- En razón al territorio (….) 
e.- Todas las anteriores (….) 
 
13.- En materia de Derecho, ¿cuál es el procedimiento de la administración de justicia 









4.1.2  Esquema de entrevistas   
 
Para esta investigación se han aplicado 10 entrevistas a profesionales del Derecho y líderes 








UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
 
ENTREVISTA A PROFESIONALES DEL DERECHO Y LÍDERES INDÍGENAS 
 
Tema de consulta: jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas para 





Lugar de ejercicio profesional: 
 
1.- ¿Existen problemas constitucionales, legales y culturales que no han permitido el 











2.- ¿Cuáles considera usted que deben ser las pautas y mecanismos de conciliación  entre la 































4.- En el Ecuador,  ¿está claramente delimitada la jurisdicción indígena? Es decir, se 
establece claramente quienes son indígenas, que territorios son catalogadas como 































6.- ¿Considera usted que en Ecuador el sistema jurídico se desarrolla a partir de la 
imposición del derecho dominante –a pesar de su reconocimiento en la Constitución de 

















4.1.3  Análisis e interpretación de datos   
 
1.- ¿Qué es la justicia indígena? 
 






 Ante esta pregunta, de un total de 40 encuestados, 15 (37.7%) de ellos responden de 
manera correcta o aproximada al concepto más conocido respecto a la justicia indígena, mientras 
que 25 (62.5%) de ellos responden de manera incorrecta. 
 
Para quienes conocen sobre la justicia indígena, ésta se puede conceptualizar como la 
aplicación del derecho ancestral con normas, reglamentos, sanciones y reparaciones, de acuerdo a 
las costumbres y al interior de los territorios de las comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, pues sus normas son aceptadas por todos sus miembros, se la aplica públicamente y la 
ejecutan las autoridades elegidas por una Asamblea.  
 
Es decir, que es la aplicación de una creencia cultural y ancestral de juzgamiento y 
aplicación de castigo, al que se somete un individuo por el cometimiento de un delito. Es una forma 
de resolver conflictos entre las personas miembros de un grupo social determinado, en este caso 




reconocida en la Constitución aprobada por las y los ecuatorianos en 2008, donde consta que será 
aplicada entre de su ámbito territorial, ya que en el art. 171 de dicha Constitución se establecen los 
principios y derechos que tienen los miembros de la comunidad, a más de tomar en cuenta la 
jurisdicción, que será respetada bajo los parámetros de igualdad ante el Derecho.   
 
Estas leyes que se determinan dentro de la circunscripción de los pueblos indígenas, son 
parte de una justicia que se presenta de alguna manera como una alternativa a la justicia ordinaria, a 
la que acceden en Derecho todas y todos quienes se acogen a una normativa que rige en un país 
pluricultural como el Ecuador. Según varias personas encuestadas, a la justicia indígena se la puede 
evaluar como un justicia subjetiva, porque no está escrita, no hay sentencias condenatorias, pero sí 
una “supuesta” purificación en el espíritu del infractor. 
 
Entonces, la justicia indígena es una potestad otorgada por el Estado en la Constitución a 
los pueblos indígenas para resolver conflictos, sin embargo hay que aclarar que esta justicia está 
vigente desde tiempos atrás a la creación de los estados- nación en América Latina, como un 
conjunto de normas encaminadas a proteger y salvaguardarla integridad física, sicológica, moral, 
etc. de las y los indígenas. Y en la actualidad es la potestad de administrar justicia considerando los 





2.- ¿La justicia indígena es igual a linchamiento o ajusticiamiento? 
 







Para el 82.5% de las y los encuestados, la justicia indígena no es equivalente de 
linchamiento o juzgamiento. Para ellos el que exista agresiones físicas, sicológicas, es un 
ajusticiamiento, es decir un castigo violento con lesiones corporales donde se afecta la integridad y 
humanidad de los imputados, lo cual no ocurriría en la justicia indígena, pues esta garantizaría un 
debido proceso y el respeto a los derechos humanos de los infractores a más de una reinserción a la 
vida comunitaria.  
 
Mientras que para el 17.5% de ellos, la justicia indígena es un ajusticiamiento por mano 
propia porque no interviene la justicia ordinaria, lo cual provoca abusos, agresiones, ofensas, con 
una normativa “antigua” y “primitiva” por tanto debe ser legislada bajo los principios y normas 
“legales” vigentes en el país. 
 
La aplicación de la justicia indígena estaría  contribuyendo a paliar el ambiente 
delincuencial con el que se vive en el país, porque dentro de estos procesos quienes cometen un 




caso garantizando que la persona infractora se reinserte en la comunidad, esto como parte de un 
mecanismo de purificación ante el delito que es parte de la cosmovisión de sus miembros. 
 
Esta justicia entra en conflicto cuando según los encuestados, se observa y constata la 
severidad del castigo impartido por las comunidades indígenas al sujeto que ha cometido la 
infracción o delito. Por lo tanto, pasa a ser un atentado a los derechos humanos, con una agresión 
colectiva que podría se el resultado del desenfreno ante la ira de los actos cometidos. Aunque 
quienes la defienden dicen que las comunidades tienen un debido proceso, dentro del cual se realiza 
una especie de  juicio donde se tienen posibilidades claras de defensa y acusación, con pruebas 
debidamente comprobadas. 
 
Es decir, que el castigo con todas sus implicaciones y formas no es igual a linchamiento, ya 
que busca la reivindicación social de quienes están inmersos en el conflicto, pues busca la 
estabilidad, paz, equilibrio de la comunidad. Al reinsertar al infractor dentro de la comunidad se 
busca superar el conflicto y se garantiza de esta manera que no se vuelva a cometerlo. 
 
La justicia indígena corresponde a una práctica efectiva de la cosmovisión andina, que 
busca “limpiar” a la persona que ha cometido un delito, con la finalidad de que sea nuevamente 















3.- ¿Cuáles deberían ser los límites a tomar en cuenta en materia de derechos 
colectivos para la aplicación de la sanción en la justicia indígena? 
 
Gráfico No. 3   ¿Cuáles deberían ser los límites a tomar en cuenta en materia de derechos colectivos para la 
















El 47.5%  (19) de las personas encuestadas opinan que los derechos humanos deben ser los 
primeros en tomarse en cuenta para los límites que se deberían poner durante la aplicación de la 
sanción en la justicia indígena, por ser inherentes al hombre,  para no atentar de esta manera contra 
la vida o integridad física y sicológica de sentenciado por algún delito, aunque también es motivo 
de críticas el hecho de que el infractor sea sometido a al escarnio público dentro de a aplicación de 
la pena, donde se atenta al parecer contra la dignidad humana.  
 
Es decir, que lo ancestral, las prácticas de la cultura de un pueblo indígena no debe ser 
escusa para un “atentado” de esta “magnitud”, pues con las sanciones de la justicia ordinaria 
también se regularía perfectamente a la sociedad ecuatoriana, es decir, que sobre todos los derechos 
“prevalecen” los derechos humanos que son reconocidos universalmente, por lo tanto son 
irrenunciables, imprescriptibles, inembargables, y están para la protección del ser humano.    
 
Y si de alguna manera se persiste en aplicar la justicia indígena, se debería aplicar el 
debido proceso, con las sanciones respectivas para los infractores, pero siempre sin violar los 




esta manera se necesitaría de un organismo competente para que aplique la justicia, siguiendo el 
procedimiento ya existente dentro del colectivo indígena. 
 
Además, para las y los encuestados 22.5% (9), nadie debe ser juzgado dos veces, por ello 
sería necesario el debido proceso que permite la valoración adecuada del caso, para así no recurrir 
en errores de penalidad ante la justicia ordinaria, en el supuesto de la el infractor también sea 
requerido por ésta.  
 
De esta manera se reclama también que la sanción debe estar orientada a respetar el debido 
proceso, tomando en cuenta a los derechos humanos, para que no se violente los derechos de los 
implicados en el conflicto y respetar la norma de los pueblos y nacionalidades indígenas. 
 
Así se evitaría que se cometan excesos contra la integridad del infractor, cumpliendo el 
derecho fundamental a la vida y las decisiones que se tomen alrededor del conflicto puedan ser 
respetadas por parte de la jurisdicción ordinaria, propiciando una convivencia social armónica y 











4.- ¿Cuáles considera usted que son los puntos de mayor tensión entre derechos humanos y  la 
justicia indígena? 
 






















El 47.92% de  las personas encuestadas, opinan que el derecho a la integridad física  es el 
punto de mayor tensión entre lo estipulado en la defensa de los derechos humanos y la justicia 
indígena, pues consideran que el Estado debe garantizar la integridad de las y los imputados por el 
cometimiento de delitos ya que el derecho a la vida no se debería “vulnerar”, ya que ha sido el 
fundamento de la lucha de años que llevaron  a cabo colectividades diversas y por tanto se lo 
considera como un valor innato de las personas.  
 
Y esta justicia “irrespetaría” y “desconocería” lo estipulado en la Constitución en materia 
de derechos por la modalidad de la sentencia que pasa por “castigos físicos” y escarmientos 
públicos de todo tipo, violentado así los derechos objetivos y subjetivos del individuo procesado.  
 
  Aunque de alguna manera se estaría “confundiendo” por parte de la justicia ordinaria al 
proceso del juzgamiento ritual indígena con maltrato a la integridad física, sicológica, etc.; no se 
deja de enfatizar que los derechos humanos para ser transgredidos tienen que ser violentados por la 
autoridad ordinaria y la justicia indígena dentro de este ámbito no transgrediría estos derechos 
dentro del ámbito judicial. 
 
Sin embargo, para varios de las y los encuestados, la justicia indígena también afectaría a 
los derechos humanos en mayor medida y en lo concerniente al derecho a la vida (22.92%) y a los 
derechos de las mujeres (6.25%), ya que en el proceso de investigación y posterior ejecución de la 




por pos mecanismos los usados durante el castigo al infractor,  aparentemente se habla de prácticas 
sin control y sin medir las consecuencias, además de estar presentes actitudes machistas.  
 
Así, se genera un debate ante si la manea de sancionar por  parte de la justicia indígena es 
correcta o si se debería tomar otros mecanismos para no vulnerar los derechos individuales y 


















5.- ¿Cuáles son los fundamentos legales de la administración de justicia indígena en el 
Ecuador? 
 
Gráfico No. 5  ¿Cuáles son los fundamentos legales de la administración de justicia indígena en el 
Ecuador? 
 

















  El 59.09% de las y los encuestados, manifiestan que Constitución del Ecuador 
de 2008, en su artículo 171, es uno de los fundamentos legales de la administración de 
justicia indígena en el Ecuador. 
 
  Mientras que el 18.18% de las personas encuestadas manifiesta que el fundamento 
consta en el Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Registro Oficial el 9 
de marzo del 2009, en los Arts. 7, 253, 345 y 374. El 4.55% dice que dicho fundamento 
está presente en El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del Trabajo), en 
el Art. 8, numeral 1 y 2.  
 
  Únicamente el 9.09% de las y los encuestados acierta al mencionar que los 
fundamentos legales de la administración de justicia indígena en el Ecuador constan en las 
tres opciones; es decir en Constitución del Ecuador de 2008, en su artículo 171; en el 
Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Registro Oficial el 9 de marzo del 
2009, en los Arts. 7, 253, 345 y 374; en El Convenio 169 de la OIT (Organización 
Internacional Del Trabajo), en el Art. 8, numeral 1 y 2.  
 




6.- ¿Qué es la jurisdicción? 
 







El  70% de las y los encuestados, responde de manera acertada o aproximada a la pregunta 
acerca de la conceptualización de la jurisdicción  dentro del sistema ordinario de justicia. Según lo 
cual la jurisdicción tendría relación con el ámbito territorial donde se cumplen normas y 
procedimientos con su respectivo límite para resolver un conflicto, ya sea por sectores, local, 
provincial o entre estados de presentarse el caso.  
 
De esta manera, la jurisdicción es la potestad de administrar justicia mediante la resolución 
de los jueces o autoridades diversas del territorio nacional en razón de su competencia, como lo 
señala el Código de Procedimiento Civil, ésta es la facultad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en 
razón de grados, materia, personas, etc.  
 
La jurisdicción se tomará en cuenta en el lugar del acontecimiento de los hechos, sean estos 
dados en Provincia, Cantón o Parroquia, y la autoridad competente está llamada a conocer el caso; 
así, de materia penal es el lugar donde se cometió el delito y lo conocerá el juez de garantías 
penales y el fiscal, quienes deben hacer cumplir lo juzgado de acuerdo a lo estipulado en la 
Constitución y en el Código Orgánico de la Función Judicial por ejemplo. 
Como la delimitación territorial la jurisdicción da a las autoridades la potestad pública de 




7.- ¿Jurisdicción es igual a competencia? 





El 98% de las y los encuestados acierta al diferenciar los conceptos de jurisdicción y 
competencia, pues la jurisdicción en el ámbito territorial tiene que ver con la extensión geográfica, 
son los límites mediante los cuales el Estado ejerce sus funciones en materia de justicia con sus 
órganos judiciales o administrativos, además limita el poder y deber de actuar de las autoridades, 
por la competencia que tienen éstas. 
 
Mientras que la competencia es una parte de la jurisdicción, es una potestad distribuida 
entre los tribunales y juzgados, por razón de grados, personas, etc. es decir que las autoridades 







8.- ¿En el Ecuador donde está determinada la Jurisdicción? 





Según el 96% de las personas encuestadas, en el Ecuador la jurisdicción de la justicia 
ordinaria está determinada en la Constitución, el Código Orgánico de la Función Judicial y el 
Código de Procedimiento Civil.  
 
La respuesta es correcta, ya que estos organismos son parte de la potestad pública 
que es atribuida al Estado para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, lo cual corresponde a las jueces y 
juezas establecidos por la Constitución y las Leyes, donde se ejercen las normas de la competencia.  
 
Además, la potestad de administrar justicia proviene del pueblo ecuatoriano, al cual la 








9.- ¿Quién determina la Jurisdicción especial indígena? 
 

















Únicamente el 6% de las y los encuestados aciertan al responder esta interrogante acerca de 
Quién determina la jurisdicción especial indígena, pues el Estado ecuatoriano cumple esta función 
ya que garantiza la aplicabilidad efectiva de la justicia indígena, a través de las autoridades de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas; quienes ejercerán funciones jurisdiccionales, 
con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio. 
 
El objetivo es contribuir a la solución de sus conflictos internos, siempre y cuando el 
manejo de esta justicia no sea contrario a la Constitución y a los derechos humanos; lo cual será 
respetado por las instituciones y autoridades públicas.  
 
También se estipula que las autoridades indígenas a través de sus propias instituciones, 






10.-  ¿Qué es la Jurisdicción especial indígena? 
 







El 40% de las personas encuestadas conocen acerca del concepto de la jurisdicción especial 
indígena, es decir sus principales fundamentos y las formas más cercanas de su aplicabilidad. 
 
Los indígenas pertenecen a colectividades originarias conformadas por comunidades con 
identidades culturales e históricas propias, con  organización social, económica, política y sistemas 
jurídicos; estas colectividades milenarias son anteriores a la existencia del Estado, éstas viven en un 
territorio determinado donde se ejerce su jurisdicción.  
 
La jurisdicción especial indígena es definida  como el espacio o circunscripción territorial, 
y como el poder que tienen las nacionalidades, comunidades y pueblos para aplicar su justicia y en 
su territorio, ya que debe ser ejecutada respetando principios constitucionales, así como tratados 
internacionales de derechos humanos.  
 
Además, se estipula que el Estado garantizará que las decisiones de la justicia indígena 




territorial amparado por la Constitución y las leyes, a fin de que las comunidades indígenas ejerzan 
la aplicación de un derecho ancestral, el cual tiene normas, costumbres y procedimientos propios.  
 
Así, las autoridades indígenas actúan de acuerdo al criterio de las asambleas, las cuales 
participan activamente en la toma de decisiones respecto a las sanciones, de tal manera al 
procesado le recaen sanciones como baños y rituales de ortiga, o el trabajo comunitario en 
compensación del daño que causó, es una forma de equilibrar su espíritu y reinsertarse de manera 

















11.-  Dentro del sistema de administración de justicia para los pueblos y 
nacionalidades, ¿cuál es el máximo organismo de administración de  justicia? 
 
Gráfico No. 11   Dentro del sistema de administración de justicia para los pueblos y nacionalidades, ¿cuál es 












La Asamblea General (70%), dentro del sistema de administración de justicia para los 
pueblos y nacionalidades, es el máximo organismo de administración de  justicia.  
 
Es considerada como el órgano oficial y representativo de la comunidad, y está dirigida por 
los miembros del cabildo (Presidente, Vicepresidente, Secretario, Tesorero y Síndico), quienes 
tienen la potestad de administrar justicia dentro de su jurisdicción territorial. Ellos están inmersos 
en la solución de los conflictos internos, la cual se basa en las normas y procedimientos propios de 
cada cultura.  
 
Las normas y procedimientos de la Asamblea General se han mantenido en el derecho 
consuetudinario, que es  un derecho dinámico y su aplicación se ha dado en forma oral e inmediata. 
Las resoluciones y las actuaciones de las autoridades indígenas son recogidas en actas,  la 
normativa de las sanciones a los diferentes conflictos constan en resoluciones internas, reglamentos 





12.- ¿Cuáles son las competencias de las autoridades indígenas? 
 
Gráfico No. 12  ¿Cuáles son las competencias de las autoridades indígenas? 











El 30% de las personas encuestadas, contesta correctamente en cuanto a la interrogante de 
las competencias de las autoridades indígenas, que tienen relación con la materia, con las personas, 
con el grado, y con el territorio. 
 
Las autoridades de los pueblos indígenas aplicarán normas y procedimientos propios de su 
cultura en cuanto a la solución de sus conflictos internos, ya que en la cosmovisión indígena existe 
una interrelación entre cosmos, naturaleza y sociedad, que no permite que se vea a los conflictos 
desde su individualidad, pues el conflicto es producto de un complemento articulado a la sociedad 









13.- ¿En materia de Derecho, ¿cuál es el procedimiento de la administración de 
justicia indígena para garantizar el debido proceso y llegar a la solución de los 
conflictos internos? 
 
Gráfico No. 13  ¿En materia de Derecho, ¿cuál es el procedimiento de la administración de justicia indígena 





El 12.5% de las personas encuestadas, tienen un conocimiento acertado acerca del 
procedimiento de la administración de justicia indígena para garantizar el debido proceso y llegar a 
la solución de los conflictos internos. 
 
El procedimiento se inicia con la denuncia de la parte o partes que se consideran afectadas; 
luego, la Asamblea General, conocedora de los acontecimientos inicia  la investigación en 
presencia de los miembros de la comunidad. Posteriormente se produce  la resolución del conflicto 
con su respectivo correctivo. Desde la cosmovisión andina la concepción  de justicia tiene la forma 
de un caracol o espiral, es un proceso dialéctico. Así, el WILLACHINA (avisar al implicado 
acerca delas denuncias en su contra), TAPUYKUNA (la debida investigación del conflicto), 
CHIMBAPURANA (la confrontación entre las partes, con las pruebas de cargo y descargo), 
KILLPICHIRINA (anuncio de la sanción) y la PAKTACHINA (ejecución de la los correctivos); 









En el Ecuador, con la vigencia del pluralismo jurídico se produce el ejercicio de los 
derechos de los pueblos indígenas a administrar justicia en la resolución de conflictos internos -(la 
Constitución del Ecuador de 2008, en su artículo 171, el Código Orgánico de la Función Judicial, 
publicado en el Registro Oficial el 9 de marzo del 2009, en los Arts. 7, 253, 345 y 374; El 
Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del Trabajo), en el Art. 8, numeral 1 y 2; son 
los fundamentos legales de la administración de justicia indígena en el Ecuador.)- dentro de su 
circunscripción territorial con sus propias autoridades, normas y procedimientos; es decir, donde el 
pueblo indígena mantiene una relación de interdependencia, con una vinculación política, espiritual 
y cultural y está regido por un gobierno común con normas propias y jurisdicción dentro del cual la 
autoridad indígena ejerce gobierno con competencia y autonomía. 
 
El territorio para los pueblos indígenas constituye un eje central para la  subsistencia y la 
reproducción cultural; por lo tanto, la jurisdicción está vinculada a los límites de la comunidad o al 
conjunto de comunidades involucradas en el conflicto, ya que el Art. 171 de la Constitución de la 
República del Ecuador reconoce que las autoridades indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, 
con base en sus propias tradiciones ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial.  
  
Debido a lo cual la competencia no puede estar limitada al territorio, sino al control o poder 
que ejerce la autoridad indígena dentro de las estructuras sociales y culturales, pero sus decisiones 
están sujetas al control de constitucionalidad que son limitaciones jurídicas y se constituyen en 
relaciones de poder entre el derecho indígena y el derecho positivo. 
 
En el ámbito de la jurisdicción se produce el ejercicio de la autonomía y del gobierno 
propio, esta, esta jurisdicción está relacionada con el territorio, porque constituye el núcleo central 
en donde se desarrolla la vida de los pueblos indígenas, además de ser el espacio donde se 
concretan los procesos para la solución de los conflictos y la búsqueda de la armonía interna.  
 
Sin embargo, la jurisdicción de la justicia indígena no puede estar limitada al territorio, si 
no al ámbito organizativo y cultural. Es por esto que los pueblos indígenas que tienen definidos los 
territorios, demandan al Estado el reconocimiento de un régimen territorial, porque allí se definen 




donde se establecen las competencias que corresponden a cada jurisdicción, lo cual va más allá de 
un espacio comunal. 
 
Las autoridades de los pueblos y nacionalidades indígenas, tienen competencia en razón del 
territorio, persona y materia en conflictos internos ocasionados dentro de sus territorios 
comunitarios. En ocasiones, la competencia de las autoridades indígenas es extraterritorial, 
solamente cuando el conflicto ocasionado fuera del territorio comunitario sea un conflicto interno 
que solo afecte a la comunidad y no afecte el derecho de terceros. La facultad de administrar 
justicia por parte de las autoridades indígenas se encuentran amparadas por convenios 
internacionales como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos 
Indígenas, Convenio 169 de la OIT, Constitución de la República del Ecuador, Código Orgánico de 
la Función Judicial.  
 
Debido a lo cual su aplicabilidad es legal siempre y cuando los conflictos en los que 
intervienen no sean de interés general del Estado, pues éstos son de competencia de las autoridades 
de la Función Judicial.  Los conflictos en que pueden actuar las autoridades indígenas son en los 
conflictos familiares, conflictos de violencia intrafamiliar, los conflictos administrativos- 
organizativos y los conflictos penales que solo afectan la convivencia, la armonía y la paz de la 
familia y de la comunidad. 
 
Se considera autoridades a los cabildos comunitarios, provinciales, regionales y nacionales 
de las organizaciones indígenas, conformados por un Presidente, Vicepresidente, Tesorero, 
Secretario y Síndico que a través de la Asamblea General, administran justicia basado en su 
derecho consuetudinario y con respeto a la garantía del debido proceso. Su actuación jurisdiccional 
es plasmada en el Acta general de juzgamiento que según lo estipula la Constitución ecuatoriana y 
por ser un acto jurisdiccional de una autoridad, está sometida a revisión constitucional.  
 
Las autoridades indígenas que tienen la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado son 
personas que guían todo el proceso de juzgamiento del caso, una vez resuelto y emitido una 
sanción la Asamblea se encarga de su ejecución. Este proceso que lleva el cabildo es verbal basado 
en su derecho consuetudinario y en lo que dispone el reglamento de la comunidad.  
 
La administración de justicia indígena se basa en el ejercicio pleno de los derechos 
colectivos de los individuos, los cuales son personas miembros de las comunidades, pueblos y 




quienes pueden acceder a la justicia indígena en ejercicio pleno de sus derechos colectivos cada vez 
que así lo consideren.  
 
Es así como las Autoridades indígenas tienen competencia para conocer un conflicto 
interno, también pueden conocer el conflicto cuando una persona no indígena en uso de su derecho 
de acceder a la jurisdicción voluntaria solicite someterse a su competencia, cuando conviva y tenga 
domicilio en la comunidad por más de 5 años en calidad de socio, cuando contraiga matrimonio 
con un miembro de la comunidad, pueblo o nacionalidad indígena con domicilio en la comunidad y 
cuando se otorga competencia prorrogada legal o voluntariamente a la autoridad indígena.  
 
La justicia indígena es concebida desde un sistema de creencias, actitudes y 
comportamientos propios de una cultura ancestral, milenaria y colectiva, por ende un modo de 
comprender y actuar en el mundo, y con formas de vida compartidas; así, esta justicia se expresa en 
una normativa ante todo oral para comportamientos regulados.   
 
De la investigación en este caso podemos concluir que la justicia indígena a menudo se 
confunde linchamiento o ajusticiamiento (17.5%), lo que más preocupa a las personas encuestadas 
es que se vulneran derechos como: el derecho a la vida (22.92%);  el derecho a la libertad (1.15%),  
cuando la autoridad indígena aplica la disposición de la retención que garantiza la comparecencia 
del infractor, lo cual se asume como plagio por las dentro del sistema ordinario; el derecho a la 
integridad física (47.92%), cuando la sanción se considera como tortura; el derecho a la propiedad, 
cuando una de las sanciones aplicadas por la justicia indígena es la expulsión del infractor de la 
comunidad en donde habita; y los derechos de las mujeres (6.25%),  por prácticas machistas 
durante el procedimiento de la justicia indígena. 
 
Así, los derechos humanos (47.5%), según las y los encuestados, deben ser los primeros en 
tomarse en cuenta para los límites durante la aplicación de la sanción en la justicia indígena, en 
conflictos internos, por ser inherentes al hombre,  para no atentar de esta manera contra la vida o 
integridad física y sicológica de sentenciado por algún delito. 
 
Sin embargo, la vigencia del pluralismo jurídico al ratificar el ejercicio de los derechos de 
los pueblos indígenas a administrar justicia dentro de su circunscripción territorial, los pueblos y 
nacionalidades  indígenas y sus autoridades que administran justicia, asisten a un momento 
inclusivo ideal en una sociedad multicultural, aunque en la realidad se presente con dificultades a 
pesar de que así lo estatuye la Constitución Política del Estado. De esta manera urge el acertado 




derechos colectivos, que garantizan sus derechos individuales y de sus colectividades, y se respete 



















La justicia indígena es un sistema que responde a la diversidad cultural de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades, que está en constante desarrollo. Sin embargo, su 
aplicación genera conflictos con la “justicia oficial” en cuanto a los derechos individuales, 
principalmente con el derecho a la vida, la integridad física, la libertad, la propiedad y los derechos 
de mujeres y niños (as), especialmente por los límites establecidos en el marco jurídico nacional e 
internacional.  
 
Debido a lo cual y ante los resultados de esta investigación, recomendamos establecer 
pautas y mecanismos de conciliación o niveles de coordinación, que implica un debate profundo y 
un proceso de acercamiento, conocimiento y hasta acompañamiento del sistema jurídico indígena. 
Ya que el Estado debe garantizar el funcionamiento de los dos sistemas de justicia, aunque en sí lo 
que más existirían es problemas culturales y al ser una “innovación” de la Constitución debe 
fortalecerse amparando su desarrollo en la cosmovisión indígena y así se aplaque la controversia 
con la justicia ordinaria. 
 
Se hace necesaria la implementación de políticas públicas que incluyan programas de 
formación y capacitación para los operadores de justicia, campañas de fortalecimiento de la justicia 
indígena, creación de instancias de coordinación en los organismos de control y administrativo en 
el sistema judicial donde esté la asignación de los recursos materiales y económicos. De esta 
manera, las personas consultadas para este estudio sugieren crear juzgados de justicia indígena con 
jueces especializados en la materia y que la comunidad no ejerza en casos de aplicación de 
sanciones, inclusive se sugiere crear una Corte de apelaciones con competencias legales y 
jurisdiccionales. También manifiestan que hay que delimitar debidamente la jurisdicción especial 
indígena para que no existan tergiversaciones legales ni conflictos con la justicia ordinaria.  
 
Aunque estas recomendaciones para muchos de las personas consultadas deben recaer 
sobre el respeto mutuo considerando las diferencias culturales e identitarias, ya que la justicia 
indígena tiene procedimientos propios y una mayor regulación la alejaría de sus concepciones 
vitales, lo que sí debería existir es una coordinación efectiva y comprometida para que el mandato 
constitucional no sea un mero objeto. Ya que en la práctica, la no se estaría fortaleciendo la justicia 
indígena sino tratando de excluirla y desconocerla desde la estructura occidental.  
 
Así, el desarrollo de las leyes en esta materia debe estar sujeto al conocimiento y respeto de 




de la autonomía, la diversidad cultural y la interculturalidad. Además consideramos que se deben 
generar procesos de acercamiento, de diálogo y de participación en las decisiones que puedan 
afectar a los pueblos indígenas, lo cual implica a las autoridades indígenas, a los organismos y a las 



















Anexo No.1 Encuesta 
ENCUESTA A ESTUDIANTES, PROFESIONALES DEL DERECHO Y LÍDERES 
INDÍGENAS 
 
Tema de consulta: jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas para 
administrar justicia y resolver conflictos internos 
 
Nombre: Manuel Paza Guanolema 
Edad: 40 
Centro de estudios: Universidad Central 
Título académico: Estudiante de Lengua y Literatura 
 
1.- ¿Qué es la justicia indígena? 
 
No es justicia indígena es Sistema Jurídico de los pueblos o las Naciones Andinos. En la 
que tiene su propia estructura, sus procedimientos propios para resolver los problemas de 
menos complejo o de mayor complejidad. Lo primordial es la familia y la colectividad. El 
Sistema Jurídico Andino está al mismo nivel que el sistema Jurídico Occidental. 
 
2.- ¿La justicia indígena es igual a linchamiento o ajusticiamiento? 
 
 
Sí (….)                    No (X) 
 
 
Porque, no es correcto llamarlo así. Es un Sistema Jurídico Andino. El linchamiento o el 
ajusticiamiento hacen cualquier muchedumbre para causar muerte o golpiza a un 
sospechoso de algún deleito. Nada tiene que ver con el Sistema Jurídico Andino. 
 
 
3.- ¿Cuáles deberían ser los límites a tomar en cuenta en materia de derechos 
colectivos para la aplicación de la sanción en la justicia indígena? 
 
a.- Derechos humanos (X) 
b.- La jurisdicción (X) 





Hay un debido proceso para indagar y resolver los problemas conjuntamente con los 
involucrados y la comunidad. Los derechos humanos son universales e inherentes a cada 
individuo, sin importar la nacionalidad ni la colectividad particular. Con respecto a la 
jurisdicción, los pueblos indígenas necesitamos que dentro de nuestros territorio y 
comunidades sean respetada nuestras autoridades y nuestro sistema de vida y jurídica. 
 
4.- ¿Cuáles considera usted que son los puntos de mayor tensión entre derechos 
humanos y  la justicia indígena? 
 
a.- Derecho a la vida (X) 
b.- Derecho a la libertad (X) 
c.- Derecho a la integridad física (X) 
d.- Derecho a la propiedad (X) 
e.- Derechos de las mujeres (X) 
 
 
Todos los temas están en tención, ya que la visión de vida es diferente. El sistema 
occidental es individualista y enajenante, vela la libertad y a la propiedad privada. El 
sistema andino de vida vela a la colectividad, a la “propiedad colectiva” a lo comunitario, 
no impone nada. La libertad individualista no existe para los pueblos andinos. La tensión 
del occidente es perder la credibilidad de su modelo de vida, su sistema jurídico, su sistema 
económico, político. 
 
5.- ¿Cuáles son los fundamentos legales de la administración de justicia indígena en el 
Ecuador? 
 
Marque con una X 
a.- Constitución del Ecuador de 2008, en su artículo 171 (X) 
b.- Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Registro Oficial el 9 de marzo 
del 2009, en los Arts. 7, 253, 345 y 374 (….) 
c.- El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del Trabajo), en el Art. 




d.- Todas las anteriores (….) 
 
6.- ¿Qué es la jurisdicción? 
 
Es la potestad de poder tener autonomía dentro de los territorios en donde habitan los 
pueblos y las naciones indígenas. Con esto me refiero en todo sentido de la autonomía, en 
lo político, económico, social, religioso, educativo, de salud.  
 
7.- ¿Jurisdicción es igual a competencia? 
Sí (….)                   No (NO) 
 
Porque Jurisdicción es tener la potestad de autonomía dentro de nuestras jurisdicciones 
territoriales. En cambio competencia es solo hacer parte de este sistema jurídico formal y 
velar por el orden del mismo. Vestir, hablar quichua o cualquier otra lengua y hacer lo 
mismo que los abogados o autoridades graduados en este sistema de educación formal 
occidental.  
 
8.- ¿En el Ecuador donde está determinada la Jurisdicción? 
Marque con una a X 
 
a.- En la Constitución, el Código Orgánico de la Función Judicial y el Código de 
Procedimiento Civil (….) 
b.- Función Judicial y El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del 
Trabajo) (X) 
 
9.- ¿Quién determina la Jurisdicción especial indígena? 
 
Marque con una a X 
 
a.- El Estado ecuatoriano (….) 
b.- La Constitución de la República del Ecuador de 2008  (X) 






10.-  ¿Qué es la Jurisdicción especial indígena? 
 
Estamos hablando de un Estado Plurinacional. Ecuador está formado de naciones y 
pueblos. Cada nación e la jurisdicción especial. 
 
11.-  Dentro del sistema de administración de justicia para los pueblos y 
nacionalidades, ¿cuál es el máximo organismo de administración de  justicia? 
Marque con una X 
 
 
a.- Asamblea General (X) 
b.- El Cabildo (….) 
 
12.- ¿Cuáles son las competencias de las autoridades indígenas? 
 
Marque con una X  
 
a.- En razón a la materia (….) 
b.- En razón a la persona (….) 
c.- En razón al grado (….) 
d.- En razón al territorio (….) 
e.- Todas las anteriores (X) 
 
13.- En materia de Derecho, ¿cuál es el procedimiento de la administración de justicia 
indígena para garantizar el debido proceso y llegar a la solución de los conflictos 
internos? 
 
Primero,  se empieza por la familia nuclear, por los padres, abuelos, hijos e hijas. Luego 
participa la familia ampliada. En tercera instancia los cabildos, hasta ir a la asamblea 
general si así lo requieren. Eso ahora, pero ahora tenemos un estado Plurinacional. En este 







Anexo No.2 Encuesta 
 
ENCUESTA A ESTUDIANTES, PROFESIONALES DEL DERECHO Y LÍDERES 
INDÍGENAS 
 
Tema de consulta: jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas para 
administrar justicia y resolver conflictos internos 
 
Nombre: Apawki Castro 
Edad: 22 
Centro de estudios: Universidad Central del Ecuador 
Título académico: Estudiante y dirigente indígena 
 
1.- ¿Qué es la justicia indígena? 
 
Es el manejo de la ley a partir de la comprensión de la Cosmovisión Andina. No se 
entiende como justicia sino como una forma de equilibrar energías y en ese sentido sea el 
individuo colectivo un aporte para el comportamiento de la comunidad. 
 
2.- ¿La justicia indígena es igual a linchamiento o ajusticiamiento? 
 
 
Sí (….)                    No (X) 
 
 
Porque: La categoría de linchamiento o ajusticiamiento es creada desde la comprensión 
universal para justificar y encajar el mal comportamiento del individuo, mientras la 
“justicia indígena” es comprendida como una forma de sacar malas energías que están en 
el ser. 
 
3.- ¿Cuáles deberían ser los límites a tomar en cuenta en materia de derechos 
colectivos para la aplicación de la sanción en la justicia indígena? 
 
a.- Derechos humanos (….) 
b.- La jurisdicción (….) 





Explique: Debido proceso porque debe el ser pasar por varias fases de “sanación”. Luego 
del acto de sanación debe, el ser, demostrar la utilidad de la misma. Cuando se hace un 
debido proceso el individuo colectivo en tratamiento emite resultados positivos, por así 
llamarles. 
 
4.- ¿Cuáles considera usted que son los puntos de mayor tensión entre derechos 
humanos y  la justicia indígena? 
 
a.- Derecho a la vida (X) 
b.- Derecho a la libertad (….) 
c.- Derecho a la integridad física (….) 
d.- Derecho a la propiedad (….) 
e.- Derechos de las mujeres (….) 
 
 
Explique: Desde la mirada universal se considera que cualquier atropello contra la 
integridad es penada. A la justicia indígena se dice que hace aquel atropello, pero en el 
fondo está la forma de percibir al mundo y las normativas de regulación existentes en cada 
una de las grandes culturas. Y aquí es el punto de choque, porque cada uno emite versiones 
de acuerdo a su marco referencial. 
 
5.- ¿Cuáles son los fundamentos legales de la administración de justicia indígena en el 
Ecuador? 
Marque con una X 
a.- Constitución del Ecuador de 2008, en su artículo 171 (….) 
b.- Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Registro Oficial el 9 de marzo 
del 2009, en los Arts. 7, 253, 345 y 374 (….) 
c.- El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del Trabajo), en el Art. 8, 
numeral 1 y 2 (….) 
d.- Todas las anteriores (X) 
 
6.- ¿Qué es la jurisdicción? 
 







7.- ¿Jurisdicción es igual a competencia? 
 
Sí (X)                   No (….) 
 
Porque si hablas de jurisdicción como función de una autoridad está bien, y recae en que es 
una competencia también. Por lo que se debe comprender en el mismo sentido la idea de 
competencia y jurisdicción. 
 
8.- ¿En el Ecuador donde está determinada la Jurisdicción? 
Marque con una a X 
 
a.- En la Constitución, el Código Orgánico de la Función Judicial y el Código de 
Procedimiento Civil (X) 
b.- Función Judicial y El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional Del 
Trabajo) (….) 
 
9.- ¿Quién determina la Jurisdicción especial indígena? 
 
Marque con una a X 
 
a.- El Estado ecuatoriano (….) 
b.- La Constitución de la República del Ecuador de 2008  (X) 
c.- Función Judicial (…) 
 
10.-  ¿Qué es la Jurisdicción especial indígena? 
 
Es el tratamiento en una zona específica, de indígenas, en esta zona se desenvuelven y 
viven según sus valores culturales, étnicos, ideológicos, es decir aplican su forma de vida 
 
11.-  Dentro del sistema de administración de justicia para los pueblos y 
nacionalidades, ¿cuál es el máximo organismo de administración de  justicia? 
Marque con una X 
 
 
a.- Asamblea General (X) 





12.- ¿Cuáles son las competencias de las autoridades indígenas? 
 
Marque con una X  
 
a.- En razón a la materia (….) 
b.- En razón a la persona (….) 
c.- En razón al grado (….) 
d.- En razón al territorio (….) 
e.- Todas las anteriores (X) 
 
13.- En materia de Derecho, ¿cuál es el procedimiento de la administración de justicia 
indígena para garantizar el debido proceso y llegar a la solución de los conflictos 
internos? 
 
Entre los involucrados dar a conocer su inconveniente al cabildo, para que por medio de la 













Anexo No.3 Entrevista 
 
ENTREVISTA A PROFESIONALES DEL DERECHO Y LÍDERES INDÍGENAS 
 
Tema de consulta: jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas para 
administrar justicia y resolver conflictos internos 
 
Nombre: Manuel Paza Guanolema 
Edad: 40 
Título académico: Estudiante de Lengua y Literatura 
Lugar de ejercicio profesional: activista social 
 
 
1.- ¿Existen problemas constitucionales, legales y culturales que no han permitido el 
desarrollo de la justicia indígena? 
 
 
Este estado uninacional excluyente y patriarcal no vela por todas las naciones y culturas 
diversas y diferentes. Solo vela lo occidental. 
 
2.- ¿Cuáles considera usted que deben ser las pautas y mecanismos de conciliación  
entre la justicia indígena y la justicia ordinaria? 
 
En un Corte Constitucional Plurinacional. Donde estén representantes de todas las naciones 
y pueblos. No individuos que responden a la misma cultura occidental. 
 
3.- ¿Es posible conciliar los derechos colectivos y los derechos individuales en la 
justicia indígena? 
 
¡Claro! Primero está los derechos colectivos y luego los individuales. Lo individual debe 





4.- En el Ecuador,  ¿está claramente delimitada la jurisdicción indígena? Es decir, se 
establece claramente quienes son indígenas, que territorios son catalogados como 
territorios indígenas y sobre qué materia tienen competencia. 
 
 
Dentro de nuestros territorios debemos tener competencia en todas las aéreas. Desde lo 
jurídico, económico hasta lo educativo. 
 
 
5.- ¿Se debe limitar la competencia de las autoridades indígenas, por qué y bajo qué 
objeciones? 
 
El estado no tiene nada que hacer dentro de nuestros territorios. Las autoridades que 
representan a este sistema jurídico occidental son extraños para las naciones, pueblos y 
comunidades indígenas. 
 
6.- ¿Considera usted que en Ecuador el sistema jurídico se desarrolla a partir de la 
imposición del derecho dominante –a pesar de su reconocimiento en la Constitución 
de 2008-, invisibilizando las prácticas, usos y costumbres de los pueblos originarios?  
Si. Solo nos están folclorizando. La Constitución dice que el Estado Ecuatoriano es 
Plurinacional, por ende solo exigimos lo que nos corresponde. 
Estamos hablando de que el Ecuador es un conjunto de naciones y pueblos, pero esto no se 
está dando. El gobierno actual por la ignorancia y ceguera desvaloriza toda la propuesta de 










Anexo No.4 Entrevista 
 
ENTREVISTA A PROFESIONALES DEL DERECHO Y LÍDERES INDÍGENAS 
 
Tema de consulta: jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas para 
administrar justicia y resolver conflictos internos 
 
Nombre: VERÓNICA TENE GUAPI  
Edad: 30 
Título académico: ABOGADA 
Lugar de ejercicio profesional: LIBRE EJERCICIO PROFESIONAL  
 
1.- ¿Existen problemas constitucionales, legales y culturales que no han permitido el 
desarrollo de la justicia indígena? 
 
Lo que existe es un total desconocimiento por parte de las autoridades y 
funcionarios de la Jurisdicción Ordinaria, desconocimiento del marco legal que establece la 
Constitución, los Convenios y Tratados Internacionales, Código Orgánico de la Función 
Judicial, Código de procedimiento Civil y otros cuerpos normativos, y sobre todo la falta 
de voluntad de respetar el ejercicio del derecho indígena.  
 
2.- ¿Cuáles considera usted que deben ser las pautas y mecanismos de conciliación  
entre la justicia indígena y la justicia ordinaria? 
 
1. Respeto a lo actuado por las autoridades indígenas. 
2. Ayuda y cooperación de técnicos, peritos, policía judicial, y demás instancias de la 
función judicial, en todo el proceso del ejercicio de la justicia indígena. 
3. Declinación de competencia por parte de los funcionarios que conozcan casos de 
competencia única y exclusivamente de las autoridades indígenas. 
4. Capacitación a los funcionarios de la función judicial. 






3.- ¿Es posible conciliar los derechos colectivos y los derechos individuales en la 
justicia indígena? 
 
Si es posible, porque al momento que se genera un conflicto puede estar vulnerando 
derechos individuales y también colectivos,  y lo que busca la justicia indígena es la 
conciliación, dicho en nuestras palabras la justicia indígena busca la armonía, la paz, entre 
los miembros de la comunidad. 
 
4.- En el Ecuador,  ¿está claramente delimitada la jurisdicción indígena? Es decir, se 
establece claramente quienes son indígenas, que territorios son catalogados como 
territorios indígenas y sobre qué materia tienen competencia 
 
Ecuador es un territorio en la que se reconoce a las comunas, comunidades, pueblos 
y nacionalidades indígenas, quienes son sujetos de los derechos colectivos. La delimitación 
corresponde a los propios territorios, y son sus propios territorios que ejercen jurisdicción y 
competencia en la solución de sus conflictos. Si llegará el Estado Ecuatoriano, a intentar 
delimitar la Justicia Indígena, se positivisa el derecho, y se vuelve derecho ordinario y no 
indígena, algo que nuestras comunidades y autoridades indígenas no aceptaríamos. 
 
5.- ¿Se debe limitar la competencia de las autoridades indígenas, por qué y bajo qué 
objeciones? 
 
De ninguna manera se puede limitar, sería suprimir los derechos adquiridos gracias 
a la lucha de nuestros líderes. 
  
6.- ¿Considera usted que en Ecuador el sistema jurídico se desarrolla a partir de la 
imposición del derecho dominante –a pesar de su reconocimiento en la Constitución 
de 2008-, invisibilizando las prácticas, usos y costumbres de los pueblos originarios?  
 
Considero que sí, porque si bien es cierto el derecho indígena está reconocido en la 
Constitución y en las demás leyes, el conflicto nace al momento de respetar y hacer 




milenariamente, y es ahora cuando el Estado pretende limitar, y seguir invisivilizando uno 
de los derechos fundamentales como es el ejercicio de la justicia indígena, el Estado y sus 
autoridades en vez de pensar en limitar el derecho indígena, deben acatarse a lo dispuesto 
en la Constitución, el de trabajar en los mecanismo de coordinación y cooperación, aún 



















Anexo No.5 Entrevista 
 
ENTREVISTA A PROFESIONALES DEL DERECHO Y LÍDERES INDÍGENAS 
 
Tema de consulta: Jurisdicción y Competencia De Las Autoridades Indígenas Para 
Administrar Justicia y resolver Conflictos Internos 
 
Nombre: Lourdes Tiban 
Edad: 44 
Título académico: Dra. en Leyes 
Lugar de ejercicio profesional: Asambleísta 
 
1.- ¿Existen problemas constitucionales, legales y culturales que no han permitido el 
desarrollo de la justicia indígena? 
 
Si. La incidencia del monismo jurídico. Los profesionales del derecho y los operadores de 
justicia están formados desde el derecho positivo por lo tanto no quieren saber nada de la 
constitucionalización del derecho de la jurisdicción indígena. 
 
2.- ¿Cuáles considera usted que deben ser las pautas y mecanismos de conciliación 
entre la justicia indígena y la justicia ordinaria? 
 
  Tomar a los dos sistemas jurídicos con la misma jerarquización y valor 
constitucional y legal 
 
3.- ¿Es posible conciliar los derechos colectivos y los derechos individuales en la 
justicia indígena? 
 
Pero claro que si, la vigencia de los derechos colectivos no puede terminar con la 
vigencia del derecho individual. Al contrario, el derecho colectivo debe proteger el derecho 
d ellas personas en el marco del bienestar colectivo. 
 
4.- En el Ecuador, ¿está claramente delimitada la jurisdicción indígena? Es decir, se 
establece claramente quienes son indígenas, que territorios son catalogadas como 




No hay materia en cuanto a competencia. La jurisdicción indígena es territorial, y la 
territorialidad está dada por el número de población indígena pero también por 
autodefinición y autodeterminación de los pueblos. 
 
5.- ¿Se debe limitar la competencia de las autoridades indígenas, por qué y bajo qué 
objeciones? 
 
No. La única limitación es la Constitución, el Art. 171 de la Constitución pone 
como único límite el control de constitucionalidad 
 
6.- ¿Considera usted que en Ecuador el sistema jurídico se desarrolla a partir de la 
imposición del derecho dominante –a pesar de su reconocimiento en la Constitución 
de 2008-, invisibilizando las prácticas, usos y costumbres de los pueblos originarios? 
 
Si. Pero es hora de empezar a teorizar la unidad jurisdiccional conforme el 168 de 

















Anexo No.6 Juicio 
 
Juicio por Desestimación solicitado el 14 de febrero de 2013 por el Dr. Jaime Olivo 
Pallo, Fiscal de Asuntos Indígenas de Cotopaxi para que la denuncia presentada por 
María Bertha Angaluisa Chicaiza, sea archivada.  
 
REPÚBLICA DEL ECUADOR  
www.funcionjudicial-cotopaxi.gob.ec 
 
Juicio No: 05253-2013-0029                                            Casilla No: 258  
Resp: AB. MAYRA TOVAR 
Latacunga, lunes 18 de febrero del 2013 
A: FISCAL ASUNTOS INDÍGENAS DE COTOPAXI EXP. 060-2012 
Dr./Ab.: OLIVO PALLO JAIME FERNANDO 
En el Juicio por Desestimación No. 05253-2013-0029 que sigue ANGUISACA BERTHA en 
contra de ALAJO CAILLAGUA MARÍA TARGELIA, ASHCA MARÍA DIONICIA, COCHA ASHCA 
ESPÍRITU, COFRE LLUMITÁSIG BLANCA MARÍA, COFRE LLUMITASIG JOSÉ LUIS, 
GUANOLUISA GUANOQLTZA JOSÉ MIGUEL, LLUMITASIG COCHA SILVIA, LLUMITASIG JOSÉ 
ANTONIO, LLUMITASIG LOGRO JOSÉ RAFAEL, hay lo siguiente: 
JUZGADO TERCERO DE GARANTÍAS PENALES DE COTOPAXI.- Latacunga, lunes 18 de 
febrero del 2013, las l6h07.- VISTOS: Continuando con la sustanciación de la presente 
causa, se realizan las siguientes consideraciones.- PRIMERO.- ANTECEDENTES: 1.1.- Con 
fecha jueves 14 de febrero de 2013, las 10h09, tuvo lugar la audiencia oral, pública y 
contradictoria en la cual el Dr. Jaime Olivo Pallo, Fiscal de Asuntos Indígenas de Cotopaxi, 
expuso sus argumentos con los cuales sostiene y solicita se aplique la figura jurídica de la 
Desestimación para que la denuncia sea archivada, la misma que habría sido presentada 
por la señora María Bertha Anguisaca Chiluiza, por el presunto delito de Plagio, en contra 
de los dirigentes de las Comunidades Indígenas que la juzgaron y donde se habrían 
cometido abusos y específicamente el plagio para someterla a dicho juzgamiento; a esta 
diligencia compareció además el Dr. Patricio Córdova, representante legal de la presunta 
ofendida, quien de igual manera expuso sus argumentos por los cuales considera que no 
es procedente el archivo de la denuncia; finalmente se contó con la presencia del Dr. 
Vicente Tibán, en representación de los denunciados, quien se pronunció acogiendo el 
pedido del señor Fiscal.- El hecho táctico se refiere a que el día lunes 7 de mayo de 2012, 
a eso de las 07h00, la señora María Bertha Anguisaca Chicaiza, habría salido de su casa 
conjuntamente con sus hijos Luis Fausto y Luis Víctor Ninasunta Anguisaca, en el vehículo 
marca San Remo, de placas PRT-043 para dirigirse a la ciudad de Ambato, y al encontrarse 
cerca de la bomba de gasolina del sindicato de choferes de Saquisilí, fueron interceptados 
por un camión de placas BBF-209, manejado por José Rafael Llumitasig Logro 
acompañado de unas 15 personas aproximadamente, entre ellos su esposa María Dionisia 
Cocha Ashca, José Luis Cofre Llumitasig, Elicio Cofre Llumitasig, Jorge Cofre Llumitasig, 




haber asesinado a Silvia Isolina Llumitasig Cocha, procediendo a golpearla con patadas y 
puñetes, subiéndola al camión así como a su hijo Luis Fausto NinasuntaAnguisaca, a quien 
lo subieron en otro camión y los trasladaron a la Comunidad de SalamalagAtapulo, donde 
dice la obligaron a que declare donde se encontraba la persona presuntamente 
desaparecida - Silvia Isolina Llumitasig Cocha - siendo además agredida por Espíritu Cocha 
Ashca, quien con un puñete la habría dejado inconsciente; que luego de ello la 
desvistieron y la metieron a un baño de la comuna donde le tiraban agua, así como eses 
fecales de puerco, y que la torturaron hasta más o menos las doce del día que la sacaron 
de ahí y la llevaron a la plaza donde la han crucificado en una cruz de madera donde la 
ortigaron en los pies y llegaron los dirigentes de la comuna instalándose una asamblea-de 
más o menos 1000 personas; que se le insistía en que indique el lugar donde se 
encontraba Silvia Isolina Llumitasig Cocha, ante lo cual decía ser inocente por desconocer 
su paradero; que ante ellos le daban con un fuete encabezados por Antonio Llumitasig y 
que en vista de que no decía nada la zafaron a eso de las 19h00 y la bañaron y ortigaron 
así como que la agredieron brutalmente todas las personas hasta que la encerraron en la 
casa comunal de donde la sacaban en la noche para torturarla; que al día siguiente a las 
15h00, ha llegado a la plaza el Dr. Segundo Jami, quien ha indicado a la asambleaque ya 
no le peguen en vista de que Silvia Isolina ya había aparecido y que se encontraba en la 
Policía Judicial, permaneciendo encerrada en la misma casa comunal hasta las 15h00 del 
miércoles 9 de mayo de 2012 que se realizó una sesión a donde acudió Silvia Isolina, 
quien indicó a la gente presente que no la conocía; que le preguntaron de quién eran los 
USD. 15.800,oo dólares y una lista de nombres que tenía en un bolso dentro del vehículo 
San Remo, indicando que el dinero era para comprar un carro en Ambato y que los 
nombres era para entregarla al abogado de quienes le habían pegado a su suegra Blanca 
Cofre Llumitasig; que ante ello no le creyeron y pensaron que era bruja por lo que le 
hicieron pagar USD. 8.000,oo para recobrar su libertad y que fueron entregados en manos 
de la secretaria de la Asamblea María TargeliaAlajo y contado por Antonio Llumitasig y 
Mario Alomoto, luego de lo cual a las 22h00 se retiró a su casa. Con todos estos 
antecedentes, la ciudadana María Bertha AnguisacaChicaiza, formula su denuncia el 13 de 
agosto de 2012, por el delito de Plagio y Extorsión; 1.2.-Con fecha 9 de mayo de 2012, 
conforme lo descrito en los antecedentes se ha procedido a realizar el Juzgamiento de 
María Bertha AnguisacaChicaiza y Luis Fausto NinasuntaAnguisaca, por parte de los 
dirigentes de varias comunidades indígenas y para lo cual se ha suscrito el acta 
correspondiente y que obra de folios 34 a 42. En este documento se establece como 
antecedente del juzgamiento, la desaparición de Silvia Llumitasig, de quien Bertha 
Anguisaca habría indicado que se encontraba con el señor Patricio Caillagua desde hace 4 
años atrás, es decir, esta información fue asumida como verdadera por la Comunidad y 
por ello se le requirió información al respecto, pese a que el mismo día en que fuera 
llevada a la Comunidad se conoció que Silvia Llumitasig estaba viva e incluso ha rendido 
una versión ante la Fiscalía, donde deja en claro que ella de fue de su hogar por su propia 
cuenta. Adicional a ello, Bertha Anguisaca, estaba siendo acusada de agresiones a la 
señora Blanca Cofre Llumitasig, a quien la ha lesionado con la llave de ruedas del vehículo 




su poder huesos y varias cosas que se dice estaban relacionadas a la hechicería, además 
de fotografías y un listado de nombres de varias personas; 
por estos motivos, las autoridades de las Comunidades Indígenas, entre ellas de 
Yanahurco Grande, Chilla Pata Calera, Pactac, deciden juzgarla en aplicación a la 
jurisdicción indígena de la siguiente manera: a) Baños de agua fría y ortiga; b) Un fuete; y, 
c) Una sanción económica por la suma de USD. 4.000,oo para cubrir los diferentes gastos 
producidos por el problema suscitado. Respecto del ciudadano Luis Fausto Ninasunta, se 
considera que su actuación se debió a los llamados de su madre y que por lo tanto no ha 
tenido participación directa en las causales de acusación a su madre, por lo que se le 
impone como sanción un baño de agua fría con ortiga, un fuete y USD. 50,oo de multa. 
Para constancia de lo actuado y del juzgamiento realizado, suscriben el acta 
correspondiente y firman la misma los dirigentes de las Comunidades, así como María 
Bertha Anguisaca Chicaiza y Luis Fausto Ninasunta Anguisaca. -SEGUNDO.- PETICIÓN 
CONCRETA DE LAS PARTES PROCESALES.- 2.1.- Una vez    I llevada a cabo la audiencia el 
14 de febrero de 2013, las 10h09, se ha ratificado y motivado de parte del señor Fiscal, y a 
fin de sustentar sus argumentos, se hizo referencia a lo constante por el Art. 1 de la 
Constitución de la República, respecto a que el Ecuador es un Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, 
plurinacional y laico; así también al Art. 10 y 57, relacionados a que las personas, 
comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, son titulares y gozarán de los 
derechos garantizados en la Constitución, así como que a las comunas, comunidades, 
pueblos y nacionalidades indígenas, se les reconoce y garantiza, entre otros, el derecho a 
crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio o consuetudinario, que no podrá 
vulnerar derechos constitucionales, en particular de las mujeres, niñas, niños y 
adolescentes. Agregó que las autoridades de la organización Jatarishun, están investidas 
de tres facultades que son, conocer el caso, resolver el problema y hacer cumplir la 
decisión de esa práctica; adicionalmente, el señor Fiscal manifestó que primero debe 
resolverse y verificarse la aplicación de dichas disposiciones constitucionales para que la 
Fiscalía pueda conocer o examinar el presunto delito denunciado, para lo cual se refirió a 
la disposición constante en el Art. 171 de la norma Constitucional, sobre la facultad de las 
autoridades indígenas de ejercer funciones jurisdiccionales aplicando sus normas y 
procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos, y sobre lo cual el 
Estado debe garantizar que dichas decisiones sean respetadas por las instituciones y 
autoridades públicas ya que dichas decisiones están sujetas al control de 
constitucionalidad, si se considera que dicha actuación fue contraria a la Constitución y a 
los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales, lo cual guarda 
relación dice, con lo establecido por el Código Orgánico de la Función, respecto de que lo 
actuado por las autoridades de la justicia indígena no podrá ser juzgado ni revisado por 
los jueces y juezas de la Función Judicial ni por autoridad administrativa alguna, en ningún 
estado de las causa, sin perjuicio del control de constitucionalidad. Finalmente, el señor 
Fiscal hace alusión a que en el presente caso debe respetarse el principio constitucional 
de que nadie puede ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia, y que los 




éste último con el cual este Juzgado no se encuentra de acuerdo y cuyos motivos se 
analizan más adelante. Con todo ello, ratifica su criterio el señor Fiscal de que en el 
presente caso existe un obstáculo legal insubsanable para el desarrollo del proceso, pues 
el camino que debió seguir la denunciante es el contenido por el Art. 65 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, esto es, presentar una 
Acción Extraordinaria de Protección contra decisiones de la Justicia Indígena; 2.2.- Por su 
parte, los argumentos de la denunciante, a través de su patrocinador y por los cuales se 
opone al requerimiento de archivo solicitado por el señor Fiscal, se concentran en el 
análisis de su respeto a la existencia del pluralismo jurídico y por lo tanto reconoce la 
aplicación de la justicia indígena, la misma que dice debe cumplir con lo que la 
Constitución manda sobre evitar los abusos y excesos. Manifiesta que se han violentado 
los procedimientos que debían seguirse para juzgar a la ciudadana Bertha Anguisaca, ya 
que ella fue detenida a la fuerza en primera instancia porque se presumía que tenía 
participación en la supuesta desaparición de Silvia Llumitasig, sin embargo de ello, me 
detenida a la fuerza, maltratada, crucificada desnuda, lo cual de ninguna manera puede 
ser considerado justicia indígena; que posterior a ello, y en vista de que Silvia Llumitasig 
apareció, rebuscan en el vehículo de la denunciante y encuentran dinero, una lista de 
nombres de personas y otras cosas más lo que las autoridades indígenas las asociaron con 
brujería; así también, se conoció de que la denunciante habría agredido a otra señora lo 
que ha ocasionado que tenga varias puntadas en su cabeza; es decir, aclara el abogado 
defensor de la denunciante, que la causa inició por un motivo, luego siguió a otro y 
terminó en otro diferente. Por otra parte, alega no estar de acuerdo con el criterio de la 
Fiscalía, de que en este caso existiría cosa juzgada, ya que su cliente no está siendo 
investigada como para que sea aplicable la figura argumentada por el Fiscal; su cliente es 
ofendida en este caso, ya que dice fue plagiada y se violentaron sus derechos humanos, y 
que no puede ser considerada insiste, como justicia indígena, este tipo de maltratos y 
exponerla desnuda ante cientos de personas, lo que es fundamento principal para su 
oposición al requerimiento de archivo de la Fiscalía, pues el delito que fue objeto la 
denunciante no se ha investigado y debe ser enviado al señor Fiscal Provincial para que 
delegue a otro Fiscal la investigación; 2.3.- Se permitió la intervención del Dr. Vicente 
Tibán, abogado patrocinador de los denunciados en la presente causa, quien se adhirió al 
pedido formulado por el señor Fiscal, y que si al momento del juzgamiento de la 
denunciante, eso debió haberse   puesto   en   conocimiento   de   la   Corte   
Constitucional.-   TERCERO.-ARGUMENTACIÓN JURÍDICA DE LA DECISIÓN ADOPTADA: 
3.1.- Analizada que ha sido la información proporcionada en la audiencia, se evidencia 
que el juzgamiento a que se hace referencia de la ciudadana María Bertha Anguisaca 
Chicaiza, ha tenido lugar el 9 de mayo de 2012, en la Comunidad de Salamalag Grande, 
sector Atapulo, parroquia Cochapamba, cantón Saquisilí, provincia de Cotopaxi, respecto 
de lo cual se suscribe la correspondiente Acta de Juzgamiento y a la cual comparecen 
María Bertha Anguisaca Chicaiza y su hijo Luis Fausto Ninasunta Anguisaca, en su calidad 
de acusados; y, los dirigentes de varias comunidades indígenas, entre otras las siguientes: 
Jatarishun, Salamalag Grande, Chilla Pata Calera, Maca Grande, La Esperanza; 3.2.- La 




efecto del procedimiento adoptado por los dirigentes de varias comunidades indígenas y 
por el cual se ha procedido al juzgamiento de la hoy denunciante, cuya resolución de la 
Asamblea ha sido ya ejecutada. En esta parte es preciso indicar respecto de lo 
manifestado en líneas anteriores, y que se relaciona al criterio no compartido por éste 
juzgado sobre la aplicación del principio non bis in ídem, el cual es un aforismo jurídico 
que recoge un principio universal del derecho penal, contenido en la Constitución de la 
República, el Código Procesal Penal y el Código Orgánico de la Función Judicial, que 
preceptúa que ninguna persona puede ser juzgada dos veces por un mismo hecho y 
materia; en vista de ello y su efectiva razón de procedencia en el caso concreto se 
tomaría viable, siempre que hoy se estuviera investigando la conducta de María Bertha 
Anguisaca Chicaiza, lo cual no es así, ya que en el caso que nos ocupa y que fue puesto en 
conocimiento de la Fiscalía, ella aparece como ofendida y no como denunciada, por tanto, 
no nos encontramos frente a un evento cerrado y dilucidado por la jurisdicción indígena 
respecto de ella, ya que lo que dicha jurisdicción indígena ha procedido a realizar, es 
justamente asumir directamente, el conocimiento del caso, tratarlo, resolverlo y 
ejecutarlo, pero respecto de las conductas que se consideraron contrarias a las creencias 
de la comunidad y que presuntamente fueran cometidas por María Bertha 
AnguisacaChicaiza, y no por los dirigentes de dichas Comunidades, en cuyo caso, es decir, 
si hoy estaríamos conociendo un hecho relacionado, objetiva y subjetivamente con lo que 
se resolvió en la Comunidad en contra de María Bertha Anguisaca Chicaiza, en tal caso sí 
se reunirían los presupuestos determinados en el literal i), numeral 7, del Art. 76 de la 
Constitución de la República, que dispone: "En todo proceso en el que se determinen 
derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas:...7.- El derecho de las personas a la defensa 
incluirá las siguientes garantías: ...i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma 
causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción    Á indígena deberán ser 
considerados para este efecto...'.'. Lo dicho se complementa con la razón esencial del 
principio previsto en el literal c), del Art. 344 del Código Orgánico de la Función Judicial, 
referente al Non bis in ídem, que establece: "Lo actuado por las autoridades de la justicia 
indígena no podrá ser juzgado ni revisado por los jueces y juezas de la Función Judicial ni 
por autoridad administrativa alguna, en ningún estado de las causas puestas a su 
conocimiento, sin perjuicio del control de constitucionalidad"', es por ello, que los 
argumentos planteados por la Fiscalía sobre este punto, carecen de todo sustento lógico y 
legal, por lo que se aplicación no es procedente; 3.3.- Pero por otra parte, es preciso 
manifestar que las atribuciones jurisdiccionales que se reconocen a las autoridades 
indígenas tienen origen y sustento constitucional, pues el Art. 171 del Código Político 
establece que: "Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas 
ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho 
propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación de las mujeres. Las 
autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus conflictos 
internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos 
en instrumentos internacionales. El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción 




estarán sujetas al control de constitucionalidad...". Todo lo manifestado, se ve sustentado 
además por la legislación .que conforma el bloque de constitucionalidad de nuestro país; 
así, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en 
su Art. 34 establece: "Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y 
mantener sus estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, 
tradiciones, procedimientos, prácticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, 
de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos". Así también, el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes, en el numeral 2 del Art. 9, establece: 
"Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales 
deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia "', 3.4.- La 
Constitución de la República, reconoce las tradiciones ancestrales y el derecho propio de 
las comunidades y pueblos indígenas para la solución de sus conflictos internos, atribuye 
a sus autoridades la potestad de juzgar y definir las controversias entre sus miembros 
aplicando procedimientos propios de su cultura. Es importante recalcar que las 
Autoridades de los pueblos indígenas al momento de impartir justicia lo hacen en base de 
la costumbre y sus propios valores culturales, dentro de su ámbito territorial y respecto a 
personas que se cuentan entre sus miembros. En consecuencia, es deber de las 
autoridades jurisdiccionales, garantizar los derechos de los pueblos y nacionalidades 
indígenas, a los que acuden los integrantes de la comunidad Salamalag Grande de la 
parroquia Cochapamba, cantón Saquisilí, protección que incluye a los casos en que 
quienes incurran en una infracción penal bajo los requisitos y presupuestos señalados, 
deban ser juzgados por su pares; 3.5.- En la cultura y cosmovisión indígena se estructuran 
normas orientadas fundamentalmente a reconducir y reintegrar al infractor a la 
comunidad, contrario a la lógica de la cultura occidental que elabora sistemas destinados 
a castigar al culpable con una sanción proporcional a sus faltas; mientras que la justicia 
indígena tiene como característica esencial el sentido de composición, así como el de 
persuasión y la colaboración de la comunidad para hacer efectivo, el poder y los 
propósitos sus decisiones; es por ello necesario resaltar que, de acuerdo a los postulados 
del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, no es que el Estado está reconociendo 
derechos a los pueblos indígenas, sino que, ese Derecho está siendo respetado, en el 
entendido de que siempre ha existido; y el problema entonces radica en la coexistencia 
de dos sistemas de justicia, ordinaria e indígena, en una suerte de avance y retroceso o de 
poder y subyugación, lo que deberá ser resuelto y clarificado a su debido momento por 
una legislación adecuada, pero pese a ello, en la doctrina existe información valiosa que 
permite entender y clarificar de mejor manera lo dicho hasta el momento; así, 
Boaventura de Sousa Santos, que en su obra "Cuando los excluidos tienen derechos-
Justicia indígena, plurinacionalidad e interculturalidad", indica: "Si de verdad se busca 
cumplir con el mandato constitucional de una coordinación entre justicias en un Estado 
plurinacional, habrá que ir caminando lentamente de las dualidades de saberes jurídicos a 
las ecologías de saberes jurídicos. Será un camino políticamente muy difícil, con mucho 
sufrimiento humano, ardua lucha política, mucha incomprensión y fuerte polarización. Es 




establece que el Ecuador es un Estado Constitucional de Derechos y Justicia, social, 
democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico, es 
necesario entonces con la presente resolución, materializar esos presupuestos político-
ideológicos mediante decisiones judiciales que consoliden los principios rectores a partir 
de los cuales se legitime la construcción social de un Estado que aglutina una población 
culturalmente diversa; 3.6.- En el caso concreto, en preciso no solo reconocer sino 
además respetar los derechos de las Comunidades, Pueblos y Nacionalidades, 
establecidos por el Capítulo Cuarto de la Constitución de la República, y que guardan 
relación con las normas de carácter internacional anteriormente referidas, en especial las 
constantes en los numerales 9 y 10 del Art. 57 que establece: "Se reconoce y garantizará 
a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, de conformidad con la 
Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos 
internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos:... 9.- Conservar y 
desarrollar sus propias formas de convivencia y organización social, y de generación y 
ejercicio de la autoridad, en sus territorios legalmente reconocidos y tierras comunitarias 
de posesión ancestral... 10.- Crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio o 
consuetudinario, que no podrá vulnerar derechos constitucionales, en particular de las 
mujeres, niñas, niños y adolescentes ". Por su parte, el Art. 24 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, desarrolla el Principio de Interculturalidad, y dispone: "En toda actividad 
de la Función Judicial, las servidoras y servidores de justicia deberán considerar elementos 
de la diversidad cultural relacionados con las costumbres, prácticas, normas y 
procedimientos de las personas, grupos o colectividades que estén bajo su conocimiento. 
En estos casos la servidora y el servidor judicial buscará el verdadero sentido de las 
normas aplicadas de conformidad a la cultura propia del participante". Es entonces a fin 
de garantizar el cumplimiento de dicho derecho colectivo, que la propia Constitución de 
la República, en su Art. 171 ha establecido el mecanismo por el cual debe realizarse 
cualquier reclamo por parte de quien considere que sus derechos, al aplicarse la 
jurisdicción indígena, han sido vulnerados, por ello en su segundo inciso se establece que 
dichas decisiones - las indígenas - estarán sujetas al control de constitucionalidad, y esto 
es posible, a través de la Acción Extraordinaria de Protección contra decisiones de la 
Justicia Indígena, para lo cual, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, en su Art. 5, establece cuál es la finalidad de las garantías, esto es, la 
protección eficaz e inmediata de los derechos reconocidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, ypara lo cual, en su Art. 65, ha 
instituido a la Acción Extraordinaria de Protección contra decisiones de la Justicia 
Indígena, que establece: "Ámbito.- La persona que estuviere inconforme con la decisión de 
la autoridad indígena en ejercicio de funciones jurisdiccionales, por violar los derechos 
constitucionalmente garantizados o discriminar a la mujer por el hecho de ser mujer, 
podrá acudir a la Corte Constitucional y presentar la impugnación de esta decisión, en el 
término de veinte días de que la haya conocido...". Este es el mecanismo entonces que 
debió seguir la ciudadana María Bertha Anguisaca Chiluiza, para formular su reclamación 
si consideró que el procedimiento ejercido por las autoridades de las comunidades 




central del pedido formulado por la Fiscalía de que su denuncia sea archivada, justamente 
porque existe un obstáculo legal insubsanable para el desarrollo del proceso, obstáculo 
que se circunscribe a que sea la Corte Constitucional la que luego de seguir y cumplir con 
los principios y procedimientos estipulados por el Art. 66 de la Ley ibídem, determine si 
en efecto se cumplieron o violentaron los derechos del impugnante dentro de los 
términos legalmente establecidos, lo cual guarda estrecha relación con lo previsto por el 
Art. 94 de la norma Constitucional, que establece: "La acción extraordinaria de protección 
procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte 
Constitucional. El recursos procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal, a manos que la falta de interposición de estos 
recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho 
constitucional vulnerado".- RESOLUCIÓN.- Por los fundamentos expuestos y del análisis 
realizado, este Juzgado, en fundamento a lo dispuesto en el inciso segundo del Art. 171 
de la Constitución de la República, 38 y 39 del Código Procesal Penal, acepta el pedido 
formulado por el representante de la Fiscalía General del Estado y en consecuencia, se da 
paso a la aplicación de la figura jurídica de la Desestimación, por existir un obstáculo legal 
insubsanable para el desarrollo del proceso, en tal virtud se dispone el ARCHIVO DE LA 
DENUNCIA.- La denuncia no se la declara como maliciosa o temeraria.- Por  ausencia del 
titular, actúe el Ab. Luis Quimbita Panchi, en calidad de secretario encargado de este 
despacho, tal como se desprende del oficio No. DPX/378/13, de 18 de febrero de 2013.- 
Remítase el expediente junto con la presente resolución a su lugar de origen.- 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- f).- DR. XAVIER TORRES VILLAGOMEZ, JUEZ. 
 











Anexo No.7 Acta 
 
Acta de Resolución, presentada a la Asamblea General de la comunidad Salamala 
Atápulo y otras aledañas, ante unas 6 mil personas y aprobada por unanimidad el 9 
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